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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Cuerpo Superior Facultativo - Escala de Letradas y Letrados (83 de 270 temas) · Administración
General de la Comunidad Autónoma de Canarias. Son 56 normas, en el orden de tus 83 temas y sin los artículos
derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y señalada.

Este temario incluye solo «I. Derecho Constitucional y Comunitario», los temas 1 a 37 de «II. Derecho
Administrativo», los temas 1, 2, 4 y 5 de «III. Hacienda Pública» y los temas 1 a 8, 10, 11 y 13 de «V. Derecho de
Canarias»: 83 de los 270 temas del programa oficial. No incluye el resto del programa (187 temas).

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 83 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 147 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 11 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Cuerpo Superior Facultativo - Escala de Letradas y Letrados (83 de 270 temas) · Administración General de la 
Comunidad Autónoma de Canarias. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

I. DERECHO CONSTITUCIONAL Y COMUNITARIO

Tema 1 La Constitución de 1978: estructura y contenido. Características generales de la Constitución. Valor 
normativo de la Constitución. El bloque de la constitucionalidad. La reforma constitucional.
CE 3-5, 7-8, 166-169

12

Tema 2 Derechos fundamentales y libertades públicas. Su eficacia, garantía y límites. El Defensor del Pueblo. 
La suspensión de los derechos y libertades.
CE 10-13, 24, 53-55, 116 · LO-DefPueblo 1-37 · LO-AlarmaExcSitio 1-36

16

Tema 3 El principio y derecho fundamental a la igualdad: especial referencia a la igualdad de género y su 
garantía en nuestro Derecho. Derecho a la vida ya la integridad física y moral; especial referencia a la 
protección contra la violencia de género. Derecho a la libertad ideológica y religiosa. Derecho a la 
libertad y seguridad. El habeas corpus.
CE 14-17 · LO-Igualdad 1-13 · Igualdad-CAN 1-4, 67-74 · LVG-CAN 1-7 · LO-VG 1-2, 17-32, 61-69 · LO-HabeasCorpus 1-9

36

Tema 4 Derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen. Inviolabilidad del domicilio. Secreto de las 
comunicaciones. La protección frente al uso de la informática. Libertades de residencia y 
desplazamiento. Libertades de expresión e información.
CE 18-20 · LOPDGDD 1-18, 79-97

—

Tema 5 Derecho de reunión. Derecho de asociación. Los partidos políticos. Derecho de sindicación y libertad 
sindical. Derecho de huelga. Derechos de participación en los asuntos públicos. Derecho a la 
educación y libertad de enseñanza. Derecho de petición.
CE 6, 21-23, 27-29 · LO-Asociacion 1-30, 37-41 · LO-Partidos 1-13 · LOLS 1-15 · LOE-Educ 1-11 · LO-Peticion 1-12

—

Tema 6 Derechos de los ciudadanos. Principios rectores de la política social y económica. Deberes.
CE 30-52

—

Tema 7 La organización territorial del Estado en la Constitución española. La cláusula del Estado autonómico: 
el artículo 2 de la Constitución: la autonomía de las nacionalidades y regiones. La autonomía local en 
la Constitución: su garantía institucional.
CE 2, 137-142

—

Tema 8 La Monarquía parlamentaria como forma política del Estado. Las funciones constitucionales del Rey. El 
refrendo. El orden de sucesión. La Regencia. La tutela del Rey.
CE 1, 56-65

—

Tema 9 Las Cortes Generales. El Congreso de los Diputados. El Senado. Relaciones entre las Cámaras. El 
funcionamiento de las Cámaras.
CE 66-75, 77-80 · RCD 1-107 · RS 1-10, 12-14, 16-33, 35-76, 80-86, 88-103

—

Tema 10 Las funciones de las Cortes Generales. La función legislativa. Las Cortes Generales y la política 
internacional: los Tratados. El Tribunal de Cuentas como órgano dependiente de las Cortes Generales.
CE 87-96, 136 · RCD 108-160 · RS 104, 106-123, 125-151 · L-Tratados 1-37 · LO-TCu 1-28

—

Tema 11 La función de control del Ejecutivo. Preguntas, interpelaciones y mociones. Las Comisiones de 
Investigación. La cuestión de confianza. El voto de censura.
CE 76, 108-114 · Ley-Gobierno 29 · RCD 173-190 · RS 162-165, 167-170, 172-178

—

Tema 12 El Gobierno: su composición. El presidente del Gobierno. Los ministros. Las funciones del Gobierno: 
Función normativa. Función política. Función administrativa. El Gobierno y la Administración. https://
sede.gobiernodecanarias.org/boc boc-a-2022-245-3822 Boletín Oficial de Canarias núm. 245 49588 
Jueves 15 de diciembre de 2022
CE 97-102, 107 · Ley-Gobierno 1-21

—

Índice

TEMARIO Cuerpo Superior Facultativo - Escala de Letradas y Letrados (83 de 270 temas) · Administración General de la Comunidad Autón… pág. 3



Tema 13 El Poder Judicial. El Consejo General del Poder Judicial. Otros órganos. La independencia y actuación 
judiciales.
CE 117-127 · LOPJ 1-20, 104-106, 149-162, 164-178, 378-404, 558-627, 629-642

—

Tema 14 Las Comunidades Autónomas: su naturaleza. Los Estatutos de Autonomía. Naturaleza y contenido. Los 
principios de competencia, supletoriedad y supremacía.
CE 143-147, 151-152

—

Tema 15 Las Comunidades Autónomas: régimen competencial. Sistema de distribución de competencias entre 
el Estado y las Comunidades Autónomas.
CE 148-150

—

Tema 16 Las Comunidades Autónomas: organización política y administrativa. Relaciones entre el Estado y las 
Comunidades Autónomas. Control de la actividad de la Comunidad Autónoma.
CE 151-158

—

Tema 17 Régimen Jurídico del Sistema Electoral español. Administración electoral. Convocatoria de elecciones, 
presentación y proclamación de candidatos. La campaña electoral. Normas generales del 
procedimiento electoral. Referencia a la normativa electoral en la Comunidad Autónoma de Canarias.
LOREG 1-30, 42-69, 118-120, 201

—

Tema 18 La defensa jurídica de la Constitución: sistemas. El Tribunal Constitucional: naturaleza y funciones. 
Composición del Tribunal Constitucional. Nombramiento y cese de los Magistrados. Competencias del 
Pleno, Sala y Secciones.
CE 159-161, 165 · LOTC 1-26

—

Tema 19 Procedimientos de declaración de inconstitucionalidad (I): Disposiciones Generales. Recurso de 
Inconstitucionalidad.
LOTC 27-34 · CE 162

—

Tema 20 Procedimientos de declaración de inconstitucionalidad (II): Cuestión de inconstitucionalidad. La 
sentencia en los procedimientos de inconstitucionalidad y sus efectos.
LOTC 35-40 · CE 163-164

—

Tema 21 Recurso de amparo constitucional: procedencia e interposición; tramitación; resolución y efectos.
LOTC 41-44, 46-58

—

Tema 22 Conflictos Constitucionales. Conflictos entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de estas entre 
sí. Conflictos entre órganos constitucionales del Estado. Conflictos en defensa de la autonomía local. 
La impugnación de disposiciones sin fuerza de Ley y resoluciones de las Comunidades Autónomas 
previstas en el artículo 161.2 C.E.
LOTC 59-77 · CE 161

—

Tema 23 La Unión Europea. Evolución y objetivos. Los Tratados Constitutivos. Especial referencia a los Tratados 
de Reforma.
TUE 1-4, 7-8, 47-55 · TFUE 1

—

Tema 24 El sistema institucional de la Unión Europea. El Parlamento Europeo. El Consejo Europeo y el Consejo 
de la Unión Europea. La Comisión Europea.
TUE 13-17 · TFUE 223-250, 282-287

—

Tema 25 El sistema normativo de la Unión Europea (I). Principales tipos de normas jurídicas. Caracteres del 
sistema: primacía, efecto directo y responsabilidad de los Estados miembros por incumplimiento del 
Derecho Comunitario. El juez nacional en la aplicación del Derecho comunitario.
TFUE 288

—

Índice
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Tema 26 El sistema normativo de la Unión Europea (II). Principio de atribución o de base jurídica. Principio de 
subsidiariedad. Principio de Proporcionalidad. Procedimiento de elaboración. https://
sede.gobiernodecanarias.org/boc boc-a-2022-245-3822 Boletín Oficial de Canarias núm. 245 49589 
Jueves 15 de diciembre de 2022
TUE 5, 12 · TFUE 2-6, 289-299

—

Tema 27 El sistema jurisdiccional de la Unión Europea. El Tribunal de Justicia. El Tribunal General. Los 
Tribunales especializados. Composición, competencias, procedimiento y reglas de funcionamiento.
TUE 19 · TFUE 251-255, 257, 268-281

—

Tema 28 El sistema jurisdiccional de la Unión Europea (II). El recurso de incumplimiento. El recurso de 
anulación. El recurso de inacción. El recurso de casación. La cuestión prejudicial.
TFUE 256, 258-267

—

Tema 29 La ciudadanía de la Unión. Los derechos fundamentales. El Mercado Interior. Las libertades de 
circulación de personas, mercancías, servicios y capital.
TFUE 18-25, 26-37, 45-66 · TUE 6, 9

—

Tema 30 Las ayudas públicas: ayudas compatibles. Examen de las Ayudas por la Comisión. Competencias de las 
Comunidades Autónomas sobre fondos europeos. La política agrícola común. La política común de 
pesca.
TFUE 38-44, 107-109, 174-178

—

Tema 31 La Comunidad Autónoma de Canarias y la Unión Europea. El reconocimiento comunitario de la 
ultraperiferia. El artículo 349 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. La participación de 
la Comunidad Autónoma en la fase ascendente del Derecho Comunitario: la participación regulada en 
el Derecho Comunitario y en el Derecho interno. La ejecución del Derecho Comunitario por la 
Comunidad Autónoma. II. DERECHO ADMINISTRATIVO
TFUE 349, 355, 305-307 · EA-CAN 3, 195-199

—

II. DERECHO ADMINISTRATIVO

Tema 1 La Administración Pública. Principios constitucionales informadores. Actividad administrativa y 
actividad política. El Derecho Administrativo. Fuentes del Derecho Administrativo.
CE 103-104 · LRJSP 3-4

—

Tema 2 La Ley: teoría general. Tipos de leyes estatales en la Constitución. Reserva de ley. Disposiciones del 
Gobierno con valor de ley: Decretos-Leyes y Decretos Legislativos.
CE 81-86 · EA-CAN 44-47 · LGob-CAN 74-75

—

Tema 3 El Reglamento: concepto y naturaleza. Fundamento de la potestad reglamentaria. Clasificación de los 
reglamentos. Órganos con potestad reglamentaria. Límites de la potestad reglamentaria. La 
impugnación de los reglamentos. Las circulares e instrucciones.
CE 97 · Ley-Gobierno 22-28 · LPACAP 127-133 · LJCA 25-27, 123-126 · LGob-CAN 76-83 · LRJSP 6

—

Tema 4 Los principios de reserva de ley, de jerarquía normativa y de competencia. Nulidad de pleno derecho 
de las disposiciones administrativas por infracción de tales principios. La inderogabilidad singular de 
las disposiciones de carácter general.
CE 9 · LPACAP 37, 47

—

Tema 5 Los sujetos en el Derecho Administrativo: concepto y clasificación. El Estado, las Comunidades 
Autónomas y sus Administraciones. Doctrinas acerca de la personalidad jurídica de las 
Administraciones: régimen en nuestro derecho positivo. Otras personas jurídico-públicas: sus 
relaciones con el Estado y la Comunidad Autónoma de Canarias.
LRJSP 47-53, 111-158 · EA-CAN 191-194

—

Índice
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Tema 6 Las potestades administrativas. Formas de atribución de la potestad. El principio de legalidad y sus 
manifestaciones. La actividad administrativa discrecional y sus límites. Control de la discrecionalidad: 
en especial, la desviación de poder. Los conceptos jurídicos indeterminados. https://
sede.gobiernodecanarias.org/boc boc-a-2022-245-3822 Boletín Oficial de Canarias núm. 245 49590 
Jueves 15 de diciembre de 2022
CE 9, 106 · LJCA 70-71

—

Tema 7 La Administración y los Tribunales de Justicia. Conflictos de Jurisdicción entre los Tribunales y la 
Administración. Otros conflictos de jurisdicción. Los interdictos y la Administración. Concurrencia de 
embargos administrativos y judiciales.
LOPJ 21-25, 38-52 · LJCA 1-13, 67-69, 72-73, 103-113 · LEF 124-128 · LGT 164

—

Tema 8 El administrado. Derechos públicos subjetivos e intereses legítimos: concepto y diferencias. 
Clasificación de los derechos públicos subjetivos. Situaciones jurídicas pasivas. Las prestaciones del 
administrado. Colaboración del administrado con la Administración Pública.
CE 105

—

Tema 9 Los actos jurídicos de la Administración: públicos y privados. El acto administrativo: concepto y 
elementos. Clasificación de los actos administrativos. La forma de los actos administrativos. La 
motivación, la notificación y la publicación. El silencio administrativo: su régimen jurídico.
LPACAP 21-25, 34-36, 40-46

—

Tema 10 La eficacia de los actos administrativos en el orden temporal: comienzo, suspensión y retroactividad. 
La ejecutividad de los actos administrativos: fundamento y naturaleza. La ejecución forzosa por la 
Administración de los actos administrativos. Examen de la vía de hecho: sus consecuencias procesales.
LPACAP 38-39, 97-105, 117 · LJCA 28-33, 46, 136

—

Tema 11 La invalidez de los actos administrativos. Nulidad de pleno derecho y anulabilidad. Los actos 
administrativos irregulares. Convalidación, conservación y conversión de los actos administrativos. Los 
errores materiales o de hecho: concepto y tratamiento.
LPACAP 47-52, 109

—

Tema 12 Declaración de nulidad de pleno derecho y anulación de los actos administrativos por la propia 
Administración, mediante la revisión de oficio: casos en que procede, trámites. Concepto de la 
revocación: su tratamiento en derecho español. La revisión de los actos en vía jurisdiccional a instancia 
de la Administración: declaración previa de lesividad: requisitos y procedimiento.
LPACAP 106-111 · LJCA 19, 43-44

—

Tema 13 Organización administrativa. El órgano administrativo: concepto y naturaleza. Clases de órganos: 
referencia especial a los órganos colegiados: la competencia: naturaleza, clases y criterios de 
delimitación. Las relaciones interorgánicas: coordinación y jerarquía: desconcentración y delegación 
de competencias: Delegación de firma. Avocación.
LRJSP 5, 7-10, 12-22

—

Tema 14 El procedimiento administrativo: su naturaleza y fines. Regulación legal: ámbito de aplicación de la Ley 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común. Los 
principios generales del procedimiento administrativo. Abstención y recusación.
LPACAP 1-2 · LRJSP 1-2, 23-24

—

Tema 15 Los interesados en el procedimiento administrativo. Derechos de los ciudadanos; en particular el 
acceso a los registros y archivos. Especial referencia a la Ley de Transparencia de las Administraciones 
Públicas. Fases del procedimiento administrativo: iniciación, ordenación, instrucción y terminación. 
Estudio especial de los informes. Términos y plazos.
LPACAP 3-12, 13, 29-33, 53-62, 66, 68-80, 82-84, 86-88, 93-95 · LTBG 1-24 · LTBG-CAN 1-12, 35-57

—

Índice
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Tema 16 Los procedimientos especiales. Procedimiento para la elaboración de disposiciones de carácter 
general. Principios de la potestad sancionadora y procedimiento sancionador. https://
sede.gobiernodecanarias.org/boc boc-a-2022-245-3822 Boletín Oficial de Canarias núm. 245 49591 
Jueves 15 de diciembre de 2022
LPACAP 63-64, 85, 89-90, 127-133 · LRJSP 25-31 · LGob-CAN 65-69, 76-85

—

Tema 17 Los recursos administrativos: concepto, clases y principios generales de su regulación. La reformatio in 
peius. Recurso de alzada. Recurso de reposición. Recurso de revisión. Otros procedimientos de 
impugnación.
LPACAP 112-116, 118-126

—

Tema 18 Los contratos del sector público: ámbito subjetivo de la Ley de Contratos del Sector Público. Contratos 
sujetos a regulación armonizada. Régimen jurídico de los contratos administrativos y los de derecho 
privado: los actos separables. Disposiciones comunes a los contratos del sector público: especial 
referencia al régimen de invalidez de los contratos y al recurso especial en materia de contratación.
LCSP 1-11, 19-29, 31-35, 38-60

—

Tema 19 Órganos competentes en materia de contratación. Prerrogativas de derecho público en la contratación 
administrativa. Capacidad y solvencia de los contratistas. Prohibiciones. Clasificación y registro de los 
empresarios y de los contratos. Garantías exigibles en los contratos administrativos. Actuaciones 
preparatorias.
LCSP 61-97, 106-114, 115-130, 190-191, 323-346

—

Tema 20 Procedimientos y formas de adjudicación de los contratos administrativos. Criterios de valoración de 
las ofertas. Perfección y formalización. Ejecución y modificación de los contratos. Extinción. La cesión 
de los contratos y la subcontratación. Referencia a los procedimientos de contratación en los sectores 
del agua, la energía, los transportes y las telecomunicaciones.
LCSP 36-37, 131-187, 188-189, 192-195, 197-217

—

Tema 21 Contratación de las entidades del sector público. Régimen jurídico del contrato de obras; actuaciones 
preparatorias y formas de adjudicación. Ejecución y modificación. Extinción. Ejecución de obras por la 
propia Administración. Las encomiendas de gestión. El contrato de concesión de obra pública.
LCSP 30, 231-246, 247-283, 316-322 · LRJSP 11

—

Tema 22 Régimen de los contratos de gestión de servicios públicos. Contrato de suministro. Los contratos de 
servicios. Especialidades del contrato para la elaboración de proyectos de obras. El contrato de 
colaboración entre el sector público y el sector privado.
LCSP 284-297, 298-307, 308-315

—

Tema 23 El servicio público: concepto y evolución. La gestión de los servicios públicos. El acceso electrónico de 
los ciudadanos a los servicios públicos.
LPACAP 14-20, 26-28 · LRJSP 38-46 · D19-2011-CAN 1-43

—

Tema 24 La responsabilidad patrimonial de la Administración. Legislación española: antecedentes y regulación 
actual. Procedimiento general. Procedimiento abreviado. La responsabilidad de las autoridades y 
personal. Responsabilidad de la Administración por actos de sus concesionarios y contratistas. La 
responsabilidad del Estado legislador.
LRJSP 32-37 · LPACAP 65, 67, 81, 91-92, 96 · LCSP 196

—

Tema 25 La expropiación forzosa. Evolución histórica. Legislación vigente. Sujetos y objeto de la expropiación. 
Procedimiento general; especial referencia a la determinación del justiprecio: elementos que 
comprende, procedimiento y criterios de valoración. Peculiaridades del procedimiento de urgencia.
LEF 1-37, 40-53, 56-58 · R-ExpropiacionForzosa 1-62, 71-74

—

Índice
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Tema 26 Reversión de los bienes expropiados. Garantías jurisdiccionales. Estudio especial de la impugnación 
por la Administración de los acuerdos de los Jurados o Comisiones de Valoración. Limitaciones 
administrativas de la propiedad privada y servidumbres administrativas. Referencia a los 
procedimientos especiales de expropiación.
LEF 54-55, 59-98, 100-128 · R-ExpropiacionForzosa 63-70, 125-132, 139-141 · LJCA 20-22

—

Tema 27 Patrimonio de las Administraciones Públicas: concepto y clasificación. Bienes de dominio público y 
bienes patrimoniales: concepto legal y principios relativos a los mismos. El Patrimonio de la 
Comunidad Autónoma de Canarias: concepto y competencias. Adquisición de bienes y derechos. 
https://sede.gobiernodecanarias.org/boc boc-a-2022-245-3822 Boletín Oficial de Canarias núm. 245 
49592 Jueves 15 de diciembre de 2022
LPAAP 1-27 · Patrimonio-CAN 1-8, 11-35

—

Tema 28 Régimen de facultades y prerrogativas administrativas para la protección y defensa del patrimonio 
autonómico: especial referencia a la investigación, deslinde y desahucio administrativo. Régimen 
registral. Inventario de bienes. Aprovechamiento y explotación de los bienes y derechos patrimoniales.
Patrimonio-CAN 9-10, 89-115 · LPAAP 28-29, 32-64, 105-109

—

Tema 29 El dominio público: concepto y naturaleza jurídica. Clasificaciones, en especial, el “demanio natural”. 
Los elementos del dominio público: sujetos, objeto y destino. Afectación, desafectación y mutaciones 
demaniales.
LPAAP 65-72 · Patrimonio-CAN 60-71

—

Tema 30 Régimen jurídico del dominio público: inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad. 
Utilización de bienes del dominio público: régimen general de las autorizaciones y concesiones 
demaniales. Referencia al régimen sancionador.
LPAAP 30-31, 84-104, 192-197 · Patrimonio-CAN 72-88, 124-129

—

Tema 31 La Función Pública. Naturaleza de la relación jurídica entre el funcionario y la Administración. Régimen 
legal vigente: el Estatuto del Empleado Público. El empleado público: sus clases. Personal con 
legislación específica propia.
TREBEP 1-7, 8-9

—

Tema 32 Funcionarios de carrera: ingreso. Derechos y deberes. Situaciones administrativas; provisión de 
puestos de trabajo.
TREBEP 14-20, 31-54, 55-62, 78-84, 85-92 · RD-364-1995 1-18, 20-27, 36-42, 44-69 · RD-365-1995 1-23

—

Tema 33 Incompatibilidades de los funcionarios públicos. Régimen disciplinario. Derechos económicos: sistema 
de retribución. Funcionarios interinos. Personal laboral. Personal eventual. Personal Directivo.
TREBEP 10-13, 21-30, 93-98 · LIncompat 1-20 · RD-598-1985 1-28 · RDD-FuncCivil 1-51

—

Tema 34 La Administración del Estado. Principios de organización y funcionamiento. La Administración General 
del Estado: organización. Administración periférica del Estado.
LRJSP 54-80

—

Tema 35 El Consejo de Estado: precedentes. Regulación actual, composición y atribuciones. Servicios Jurídicos 
de las Administraciones Públicas.
L-ConsejoEstado 1-27

—

Tema 36 La Administración Local. Entidades que integran la Administración Local. Las competencias del 
municipio y de la provincia. Autoridades y organismos municipales y provinciales. Los Cabildos 
Insulares. Las relaciones entre la Administración Local y Autonómica: criterios generales.
LBRL 1-44, 55-62 · L3-2026-CAN 110-128 · LMun-CAN 62-69 · L14-1990-CAN 14, 16-17, 19-25

—

Tema 37 La Administración Institucional o no territorial: regulación. Organismos públicos: organismos 
autónomos, entidades públicas empresariales y agencias estatales. Organismos públicos regulados 
por normas especiales.
LRJSP 81-110

—

Índice
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III. HACIENDA PÚBLICA

Tema 1 Derecho Financiero y Derecho Tributario. La Ley General Presupuestaria. Principios generales. Régimen 
de la Hacienda Pública: derechos y obligaciones: prerrogativas.
LGP 1-25 · LGT 1-16 · HP-CAN 4-25

—

Tema 2 El presupuesto: fuentes de su ordenación jurídica, concepto y contenido. Principios presupuestarios: 
principios y reglas de programación y de gestión presupuestaria: la estabilidad presupuestaria y la 
programación presupuestaria. Régimen jurídico de la elaboración, aprobación, modificación, 
ejecución y liquidación de los Presupuestos Generales del Estado y de los Presupuestos Generales de la 
Comunidad Autónoma.
LGP 26-38, 51-81, 127-132 · LOEPSF 1-17, 29-32 · HP-CAN 26-40, 53-76, 114-122

—

Tema 4 Las subvenciones: concepto, naturaleza y régimen jurídico. Ámbito de aplicación. Disposiciones 
comunes a las subvenciones públicas. Procedimientos de concesión. Reintegro. Régimen sancionador.
LGS 1-43, 52-69 · RD-887-2006 1-7, 10-67, 91-103 · HP-CAN 152-154

—

Tema 5 El gasto público: concepto y clasificación. Limitación de los créditos presupuestarios para gastos. Los 
ingresos públicos: concepto y clasificación.
LGP 39-50 · HP-CAN 41-52

—

V. DERECHO DE CANARIAS

Tema 1 El Estatuto de Autonomía de Canarias: estructura, contenido y naturaleza jurídica. La posición del 
Estatuto en el sistema de fuentes. La reforma del Estatuto. Análisis de su Título Preliminar: territorio, 
capitalidad, condición política de canario, principios rectores de las políticas públicas, símbolos de 
Canarias.
EA-CAN 1-2, 4-8, 37, 200-202

—

Tema 2 El Parlamento de Canarias I: naturaleza y régimen jurídico. Organización y funcionamiento. 
Composición y sistema de elección de los Diputados regionales. Los grupos parlamentarios. Estatuto 
de los Diputados Regionales.
EA-CAN 38-42 · PL-CAN 1-125

—

Tema 3 El Parlamento de Canarias II: funciones: la función legislativa. Las funciones económicas. Las funciones 
de control político: de control-fiscalización y control- responsabilidad. Otras funciones. El Reglamento 
del Parlamento de Canarias.
EA-CAN 43, 53-56 · PL-CAN 126-211

—

Tema 4 El Presidente de la Comunidad Autónoma de Canarias: sus funciones y representación. Elección del 
presidente: su tramitación. Nombramiento del presidente: sustitución y cese. Incompatibilidades. 
Delegación de funciones. Responsabilidad. https://sede.gobiernodecanarias.org/boc boc-
a-2022-245-3822 Boletín Oficial de Canarias núm. 245 49597 Jueves 15 de diciembre de 2022
EA-CAN 48-49 · LGob-CAN 2-18

—

Tema 5 El Gobierno de Canarias I: concepto. Régimen jurídico. Número y carácter de los consejeros. 
Nombramiento y cese del Gobierno. El funcionamiento del Gobierno.
LGob-CAN 20-25, 33-39, 47-48, 55-59 · EA-CAN 51-52

—

Tema 6 El Gobierno de Canarias II: el Gobierno y la Administración Autonómica. Funciones del artículo 15 del 
Estatuto de Autonomía. Las funciones del Gobierno en relación con el Parlamento de Canarias.
EA-CAN 50, 53-56, 61-63 · LGob-CAN 27, 60-64, 70-73

—

Tema 7 El Consejo Consultivo de Canarias: concepto y naturaleza. Régimen jurídico. Organización y 
funcionamiento. Funciones.
EA-CAN 58

—

Índice
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Tema 8 La organización administrativa de Canarias. El Consejo de Gobierno: consideración administrativa y 
atribuciones. Las Comisiones Interdepartamentales. Consejerías: las Viceconsejerías. Las Secretarías 
Generales Técnicas. Las Direcciones Generales.
L14-1990-CAN 26-27, 29-34 · D212-1991-CAN 1-20, 29-30 · LGob-CAN 26, 28-32, 40-44

—

Tema 10 Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas de Canarias. Administración Pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias. Cabildos Insulares: naturaleza. Los Cabildos como órganos de 
gobierno, administración y representación de las islas y como instituciones de la Comunidad 
Autónoma de Canarias: competencias. Transferencia y delegación de competencias autonómicas.
L14-1990-CAN 1-9 · L3-2026-CAN 1-4, 5-48 · EA-CAN 65-74

—

Tema 11 Organización y funcionamiento de los Cabildos Insulares. Los municipios de Canarias: régimen 
jurídico. Los organismos autónomos de la Comunidad Autónoma. Las sociedades mercantiles 
públicas. Entidades Públicas Empresariales.
L3-2026-CAN 49-88 · LMun-CAN 1-16, 25-61, 70-76, 81-82, 87-104, 120-127 · HP-CAN 1-3 · EA-CAN 75-76

—

Tema 13 Las competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias: clasificación, alcance territorial y efectos.
EA-CAN 94-102, 103-164

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

147
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

332
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 21 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 126 — —

2 Art. 47 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 103 — —

3 Art. 1 CE Constitución Española 100 — —

4 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 100 — —

5 Art. 22 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 94 — —

6 Art. 26 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 90 — —

7 Art. 30 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

8 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

9 Art. 20 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 85 — —

10 Art. 137 CE Constitución Española 83 — —

11 Art. 41 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 82 — —

12 Art. 35 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 80 — —

13 Art. 16 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 77 — —

14 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 74 — —

15 Art. 140 CE Constitución Española 73 — —

16 Art. 39 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 73 — —

17 Art. 40 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 71 — —

18 Art. 9 CE Constitución Española 70 — —

19 Art. 89 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 68 — —

20 Art. 112 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 67 — —

21 Art. 103 CE Constitución Española 63 — —

22 Art. 48 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 59 — —

23 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 58 — —

24 Art. 11 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 56 — —

25 Art. 125 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 55 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.
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I. DERECHO CONSTITUCIONAL Y COMUNITARIO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución de 1978: estructura y contenido. Características generales de 
la Constitución. Valor normativo de la Constitución. El bloque de la 
constitucionalidad. La reforma constitucional.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 3 a 5, 7 a 8 y 166 a 169 · 9 artículos

9 artículos · empieza en la pág. 12

Lo más preguntado de este tema

Art. 167 CE 25
Art. 168 CE 24
Art. 3 CE 17
Art. 7 CE 11
Art. 8 CE 8

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 469 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 3 a 5, 7 a 8 y 166 a 169 · 9 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

CE · arts. 3-5, 7-8Tema 1 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · La Constitución de 1978: estructura y contenido. Características genera…
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2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

TÍTULO X DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo 166.
La iniciativa de reforma constitucional se ejercerá en los términos previstos en los apartados 1 y 2 del artículo
87.

Artículo 167.
1. Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada
una de las Cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una
Comisión de composición paritaria de Diputados y Senadores, que presentará un texto que será votado por el
Congreso y el Senado.

2. De no lograrse la aprobación mediante el procedimiento del apartado anterior, y siempre que el texto
hubiere obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado, el Congreso, por mayoría de dos tercios,
podrá aprobar la reforma.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así
lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de
cualquiera de las Cámaras.

Artículo 168.
1. Cuando se propusiere la revisión total de la Constitución o una parcial que afecte al Título preliminar, al
Capítulo segundo, Sección primera del Título I, o al Título II, se procederá a la aprobación del principio por
mayoría de dos tercios de cada Cámara, y a la disolución inmediata de las Cortes.

2. Las Cámaras elegidas deberán ratificar la decisión y proceder al estudio del nuevo texto constitucional, que
deberá ser aprobado por mayoría de dos tercios de ambas Cámaras.

3. Aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a referéndum para su ratificación.

Artículo 169.
No podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados
previstos en el artículo 116.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1 · I. Derecho Constitucional y Comunitario

1 Según la Constitución Española (art. 7), ¿Qué debe ser democrático en los sindicatos de trabajadores y las 
asociaciones empresariales?:

A) Su funcionamiento

B) Su estructura interna

C) Su estructura interna y funcionamiento

D) Sus órganos asamblearios
Universidad de Cádiz, 2021

CE · arts. 8, 166-169Tema 1 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · La Constitución de 1978: estructura y contenido. Características gen…
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2 Una de las siguientes materias no se encuentra regulada en el Título Preliminar de la Constitución:

A) Las Cortes Generales.

B) Los Partidos Políticos.

C) Las Fuerzas Armadas.

D) Las Asociaciones de Empresarios.
Ayuntamiento de Bueu, 2024

3 La reforma de los artículos 20, 21, 22, 23 y 24 de la Constitución Española, ¿qué tipo de mayoría requerirá?

A) Mayoría de tres quintos del Congreso y del Senado.

B) Mayoría de dos tercios del Congreso y del Senado.

C) Mayoría absoluta del Congreso.

D) Mayoría absoluta del Congreso y del Senado.
Ayuntamiento de Rincón de la Victoria, 2020

4 ¿Cuándo aprobaron las Cortes Generales el texto de la Constitución Española de 1978 en sesiones plenarias 
de ambas Cámaras?

A) El 31 de octubre de 1978.

B) El 30 de octubre de 1978.

C) El 29 de octubre de 1978.

D) El 27 de diciembre de 1978.
Ayuntamiento de Bollullos Par del Condado, 2019

5 Según el art. 9.3 de la Constitución Española, sólo uno de los siguientes principios está garantizado 
constitucionalmente:

A) La responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de la Administración Pública, tanto nacional, como 
autonómica o local.

B) La responsabilidad de la Administración Pública.

C) La interdicción de la arbitrariedad del poder judicial.

D) La responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.
Ayuntamiento de la Vall d'Uixó, 2023

Ponte a pruebaTema 1 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · La Constitución de 1978: estructura y contenido. Características generale…
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Soluciones — Tema 1 · I. Derecho Constitucional y ComunitarioCada una con su explicación y su artículo

1 C Art. 7 CE pág. 12 Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales deben tener una estructura
interna y un funcionamiento democráticos. Esta exigencia garantiza que su organización y la adopción de sus
decisiones respeten principios de participación y representación. La Constitución no limita el requisito
democrático únicamente a los órganos asamblearios ni solo a la estructura o al funcionamiento por separado.

2 A Art. 6 CE El Título Preliminar recoge las instituciones básicas del Estado: los partidos políticos como
expresión del pluralismo, los sindicatos y las asociaciones empresariales para la defensa de sus intereses, y las
Fuerzas Armadas con su misión de garantizar la soberanía e integridad territorial. En cambio, las Cortes
Generales no aparecen en estos primeros artículos, sino que su organización y funciones se desarrollan más
adelante, en la parte dedicada a los órganos del Estado.

3 B Art. 168 CE pág. 13 Estos artículos forman parte de la sección dedicada a los derechos fundamentales y
libertades públicas, que goza de la protección más reforzada. Por ello no basta con el procedimiento ordinario,
sino que se exige el agravado: aprobación por dos tercios de cada Cámara, disolución de las Cortes, nueva
ratificación por las Cámaras elegidas y posterior referéndum. Conviene distinguir esta mayoría de dos tercios de
los tres quintos propios de la reforma ordinaria del resto del texto constitucional.

4 A El proceso constituyente culminó cuando el Congreso de los Diputados y el Senado, reunidos en sesiones
plenarias separadas, aprobaron el texto definitivo el 31 de octubre de 1978. Posteriormente el pueblo lo ratificó
en referéndum el 6 de diciembre, y el Rey lo sancionó y promulgó el 27 de diciembre, fecha de su publicación.
Conviene distinguir la aprobación parlamentaria de la sanción real: la última de diciembre corresponde a la
firma del monarca, no a la votación de las Cámaras.

5 D Art. 9 CE La garantía constitucional se predica de todos los poderes públicos, no solo de la Administración ni
únicamente del poder judicial. El texto fundamental obliga a que cualquier órgano del Estado responda por su
actuación y prohíbe que actúe de forma caprichosa o sin justificación. Por eso la fórmula correcta une
responsabilidad e interdicción de la arbitrariedad, refiriéndolas conjuntamente a los poderes públicos en su
conjunto, sin restringirlas a una sola Administración o a un solo poder.

Practica con más de 450 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 1 · I. Derecho Constitucional y Comunitario, corregido al 
momento y con el artículo de la ley delante de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/letrados-a1-gob-canarias
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I. DERECHO CONSTITUCIONAL Y COMUNITARIO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

2
Derechos fundamentales y libertades públicas. Su eficacia, 
garantía y límites. El Defensor del Pueblo. La suspensión de los 
derechos y libertades.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 10 a 13, 24, 53 a 55 y 116 · 9 artículos

LO-DefPueblo · LO 3/1981 del Defensor del Pueblo
arts. 1 a 37 · 37 artículos

LO-AlarmaExcSitio · LO 4/1981 de los estados de alarma, ex…
arts. 1 a 36 · 36 artículos

82 artículos · empieza en la pág. 16

Lo más preguntado de este tema

Art. 10 CE 46
Art. 53 CE 45
Art. 54 CE 45
Art. 116 CE 25
Art. 55 CE 24

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 503 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 10 a 13, 24, 53 a 55 y 116 · 9 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.

2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO DE LOS ESPAÑOLES Y LOS EXTRANJEROS

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.

2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.

3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos
que hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.

2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,

CE · arts. 10-13Tema 2 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · Derechos fundamentales y libertades públicas. Su eficacia, garantía y lími…
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atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.

3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.

4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.

2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones
indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar
contra sí mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que,
por razón de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos
presuntamente delictivos.

CAPÍTULO CUARTO DE LAS GARANTÍAS DE LAS LIBERTADES Y DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).

2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.

3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO DE LA SUSPENSIÓN DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.

2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
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intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO V DE LAS RELACIONES ENTRE EL GOBIERNO Y LAS CORTES GENERALES

Artículo 116.
1. Una ley orgánica regulará los estados de alarma, de excepción y de sitio, y las competencias y limitaciones
correspondientes.

2. El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros por
un plazo máximo de quince días, dando cuenta al Congreso de los Diputados, reunido inmediatamente al
efecto y sin cuya autorización no podrá ser prorrogado dicho plazo. El decreto determinará el ámbito
territorial a que se extienden los efectos de la declaración.

3. El estado de excepción será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de Ministros,
previa autorización del Congreso de los Diputados. La autorización y proclamación del estado de excepción
deberá determinar expresamente los efectos del mismo, el ámbito territorial a que se extiende y su duración,
que no podrá exceder de treinta días, prorrogables por otro plazo igual, con los mismos requisitos.

4. El estado de sitio será declarado por la mayoría absoluta del Congreso de los Diputados, a propuesta
exclusiva del Gobierno. El Congreso determinará su ámbito territorial, duración y condiciones.

5. No podrá procederse a la disolución del Congreso mientras estén declarados algunos de los estados
comprendidos en el presente artículo, quedando automáticamente convocadas las Cámaras si no estuvieren
en período de sesiones. Su funcionamiento, así como el de los demás poderes constitucionales del Estado, no
podrán interrumpirse durante la vigencia de estos estados. Disuelto el Congreso o expirado su mandato, si se
produjere alguna de las situaciones que dan lugar a cualquiera de dichos estados, las competencias del
Congreso serán asumidas por su Diputación Permanente.

6. La declaración de los estados de alarma, de excepción y de sitio no modificarán el principio de
responsabilidad del Gobierno y de sus agentes reconocidos en la Constitución y en las leyes.

LO-DefPueblo
LO 3/1981 del Defensor del Pueblo
En este tema: arts. 1 a 37 · 37 artículos · texto consolidado a 27 de julio de 2026 · BOE-A-1981-10325

TÍTULO PRIMERO NOMBRAMIENTO, CESE Y CONDICIONES

CAPÍTULO PRIMERO CARÁCTER Y ELECCIÓN

Artículo primero.
El Defensor del Pueblo es el alto comisionado de las Cortes Generales designado por éstas para la defensa de
los derechos comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la actividad de la
Administración, dando cuenta a las Cortes Generales. Ejercerá las funciones que le encomienda la
Constitución y la presente Ley.

Artículo segundo.
Uno. El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un periodo de cinco años, y se dirigirá
a las mismas a través de los Presidentes del Congreso y del senado, respectivamente.

CE · arts. 55, 116  ·  LO-DefPueblo · arts. 1-2Tema 2 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · Derechos fundamentales y libertades públi…

2

TEMARIO Cuerpo Superior Facultativo - Escala de Letradas y Letrados (83 de 270 temas) · Administración General de la Comunidad Autón… pág. 18



Dos. Se designará en las Cortes Generales una Comisión Mixta Congreso-Senado encargada de relacionarse
con el Defensor del Pueblo e informar a los respectivos Plenos en cuantas ocasiones sea necesario.

Tres. Dicha Comisión se reunirá cuando así lo acuerden conjuntamente el Presidente del Congreso y del
Senado, y en todo caso, para proponer a los Plenos de las Cámaras el candidato o candidatos a Defensor del
Pueblo. Los acuerdos de la Comisión se adoptarán por mayoría simple.

Cuatro. Propuesto el candidato o candidatos, se convocará en término no inferior a diez días al Pleno del
Congreso para que proceda a su elección. Será designado quien obtuviese una votación favorable de las tres
quintas partes de los miembros del Congreso y posteriormente, en un plazo máximo de veinte días, fuese
ratificado por esta misma mayoría del Senado.

Cinco. Caso de no alcanzarse las mencionadas mayorías, se procederá en nueva sesión de la Comisión, y en el
plazo máximo de un mes, a formular sucesivas propuestas. En tales casos, una vez conseguida la mayoría de
los tres quintos en el Congreso, la designación quedará realizada al alcanzarse la mayoría absoluta del Senado.

Seis. Designado el Defensor del Pueblo se reunirá de nuevo la Comisión Mixta Congreso-Senado para otorgar
su conformidad previa al nombramiento de los adjuntos que le sean propuestos por aquél.
Se modifican los apartados 2, 3, 5 y 6 por el art. único.1 a 4 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304.

Artículo tercero.
Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el pleno disfrute
de sus derechos civiles y políticos.

Artículo cuarto.
Uno. Los Presidentes del Congreso y del Senado acreditarán conjuntamente con sus firmas el nombramiento
del Defensor del Pueblo que se publicará en el «Boletín Oficial del Estado».

Dos. El Defensor del Pueblo tomará posesión de su cargo ante las Mesas de ambas Cámaras reunidas
conjuntamente, prestando juramento o promesa de fiel desempeño de su función.

CAPÍTULO SEGUNDO CESE Y SUSTITUCIÓN

Artículo quinto.
Uno. El Defensor del Pueblo cesará por alguna de las siguientes causas: Uno) Por renuncia. Dos) Por
expiración del plazo de su nombramiento. Tres) Por muerte o por incapacidad sobrevenida. Cuatro) Por actuar
con notoria negligencia en el cumplimiento de las obligaciones y deberes del cargo. Cinco) Por haber sido
condenado, mediante sentencia firme, por delito doloso.

Dos. La vacante en el cargo se declarará por el Presidente del Congreso en los casos de muerte, renuncia y
expiración del plazo del mandato. En los demás casos se decidirá, por mayoría de las tres quintas partes de los
componentes de cada Cámara, mediante debate y previa audiencia del interesado.

Tres. Vacante el cargo se iniciará el procedimiento para el nombramiento de nuevo Defensor del Pueblo en
plazo no superior a un mes.

Cuatro. En los casos de muerte, cese o incapacidad temporal o definitiva del Defensor del Pueblo y en tanto no
procedan las Cortes Generales a una nueva designación desempeñarán sus funciones, interinamente, en su
propio orden, los Adjuntos al Defensor del Pueblo.

CAPÍTULO TERCERO PRERROGATIVAS E INCOMPATIBILIDADES

Artículo sexto.
Uno. El Defensor del Pueblo no estará sujeto a mandato imperativo alguno. No recibirá instrucciones de
ninguna Autoridad. Desempeñará sus funciones con autonomía y según su criterio.

Dos. El Defensor del Pueblo gozará de inviolabilidad. No podrá ser detenido, expedientado, multado,
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perseguido o juzgado en razón a las opiniones que formule o a los actos que realice en el ejercicio de las
competencias propias de su cargo.

Tres. En los demás casos, y mientras permanezca en el ejercicio de sus funciones, el Defensor del Pueblo no
podrá ser detenido ni retenido sino en caso de flagrante delito, correspondiendo la decisión sobre su
inculpación, prisión, procesamiento y juicio exclusivamente a la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Cuatro. Las anteriores reglas serán aplicables a los Adjuntos del Defensor del Pueblo en el cumplimiento de
sus funciones.

Artículo séptimo.
Uno. La condición de Defensor del Pueblo es incompatible con todo mandato representativo; con todo cargo
político o actividad de propaganda política; con la permanencia en el servicio activo de cualquier
Administración pública; con la afiliación a un partido político o el desempeño de funciones directivas en un
partido político o en un sindicato, asociación o fundación, y con el empleo al servicio de los mismos; con el
ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier actividad profesional, liberal, mercantil o laboral.

Dos. El Defensor del Pueblo deberá cesar, dentro de los diez días siguientes a su nombramiento y antes de
tomar posesión, en toda situación de incompatibilidad que pudiera afectarle, entendiéndose en caso contrario
que no acepta el nombramiento.

Tres. Si la incompatibilidad fuere sobrevenida una vez posesionado del cargo, se entenderá que renuncia al
mismo en la fecha en que aquélla se hubiere producido.

CAPÍTULO CUARTO DE LOS ADJUNTOS DEL DEFENSOR DEL PUEBLO

Artículo octavo.
Uno. El Defensor del Pueblo estará auxiliado por un Adjunto Primero y un Adjunto Segundo, en los que podrá
delegar sus funciones y que le sustituirán por su orden, en el ejercicio de las mismas, en los supuestos de
imposibilidad temporal y en los de cese.

Dos. El Defensor del Pueblo nombrará y separará a sus Adjuntos previa conformidad de las Cámaras en la
forma que determinen sus Reglamentos.

Tres. El nombramiento de los Adjuntos será publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

Cuatro. A los Adjuntos les será de aplicación lo dispuesto para el Defensor del Pueblo en los artículos tercero,
sexto y séptimo de la presente Ley.

TÍTULO SEGUNDO DEL PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO PRIMERO INICIACIÓN Y CONTENIDO DE LA INVESTIGACIÓN

Artículo noveno.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier investigación
conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración pública y sus agentes, en
relación con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el artículo ciento tres, uno, de la Constitución, y el
respeto debido a los Derechos proclamados en su Título primero.

Dos. Las atribuciones del Defensor del Pueblo se extienden a la actividad de los ministros, autoridades
administrativas, funcionarios y cualquier persona que actúe al servicio de las Administraciones públicas.

Artículo diez.
Uno. Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo,
sin restricción alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, residencia, sexo, minoría
de edad, la incapacidad legal del sujeto, el internamiento en un centro penitenciario o de reclusión o, en
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general, cualquier relación especial de sujeción o dependencia de una Administración o Poder público.

Dos. Los Diputados y Senadores individualmente, las comisiones de investigación o relacionadas con la
defensa general o parcial de los derechos y libertades públicas y, principalmente, la Comisión Mixta Congreso-
Senado de relaciones con el Defensor del Pueblo podrán solicitar, mediante escrito motivado, la intervención
del Defensor del Pueblo para la investigación o esclarecimiento de actos, resoluciones y conductas concretas
producidas en las Administraciones públicas, que afecten a un ciudadano o grupo de ciudadanos, en el ámbito
de sus competencias.

Tres. No podrá presentar quejas ante el Defensor del Pueblo ninguna autoridad administrativa en asuntos de
su competencia.
Se modifica el apartado 2 por el art. único.5 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304.

Artículo once.
Uno. La actividad del Defensor del Pueblo no se verá interrumpida en los casos en que las Cortes Generales no
se encuentren reunidas, hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato.

Dos. En las situaciones previstas en el apartado anterior, el Defensor del Pueblo se dirigirá a las Diputaciones
Permanentes de las Cámaras.

Tres. La declaración de los estados de excepción o de sitio no interrumpirán la actividad del Defensor del
Pueblo, ni el derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
cincuenta y cinco de la Constitución.

CAPÍTULO SEGUNDO ÁMBITO DE COMPETENCIAS

Artículo doce.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá, en todo caso, de oficio o a instancia de parte, supervisar por sí mismo la
actividad de la Comunidad Autónoma en el ámbito de competencias definido por esta Ley.

Dos. A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los órganos similares de las Comunidades Autónomas
coordinarán sus funciones con las del Defensor del Pueblo y éste podrá solicitar su cooperación.

Artículo trece.
Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas referidas al funcionamiento de la Administración de Justicia,
deberá dirigirlas al Ministerio Fiscal para que éste investigue su realidad y adopte las medidas oportunas con
arreglo a la ley, o bien dé traslado de las mismas al Consejo General del Poder Judicial, según el tipo de
reclamación de que se trate; todo ello sin perjuicio de la referencia que en su informe general a las Cortes
Generales pueda hacer al tema.

Artículo catorce.
El Defensor del Pueblo velará por el respeto de los derechos proclamados en el título primero de la
Constitución en el ámbito de la Administración Militar, sin que ella pueda entrañar una interferencia en el
mando de la Defensa Nacional.

CAPÍTULO TERCERO TRAMITACIÓN DE LAS QUEJAS

Artículo quince.
Uno. Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y domicilio,
en escrito razonado en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir del momento en que
tuviera conocimiento de los hechos objeto de la misma.

Dos. Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo son gratuitas para el interesado y no será preceptiva la
asistencia de Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo.
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Artículo dieciséis.
Uno. La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo y que sea remitida desde cualquier centro de
detención, internamiento o custodia de las personas no podrá ser objeto de censura de ningún tipo.

Dos. Tampoco podrán ser objeto de escucha o interferencia las conversaciones que se produzcan entre el
Defensor del Pueblo o sus delegados y cualquier otra persona de las enumeradas en el apartado anterior.

Artículo diecisiete.
Uno. El Defensor del Pueblo registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará o
rechazará. En este último caso lo hará en escrito motivado pudiendo informar al interesado sobre las vías más
oportunas para ejercitar su acción, caso de que a su entender hubiese alguna y sin perjuicio de que el
interesado pueda utilizar las que considere más pertinentes.

Dos. El Defensor del Pueblo no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté
pendiente resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por persona interesada
demanda o recurso ante las Tribunales ordinarios o el Tribunal Constitucional. Ello no impedirá, sin embargo,
la investigación sobre los problemas generales planteados en las quejas presentadas. En cualquier caso velará
por que la Administración resuelva expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan
sido formulados.

Tres. El Defensor del Pueblo rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquellas en las que advierta
mala fe, carencia de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras cuya tramitación irrogue
perjuicio al legítimo derecho de tercera persona. Sus decisiones no serán susceptibles de recurso.

Artículo dieciocho.
Uno. Admitida la queja, el Defensor del Pueblo promoverá la oportuna investigación sumaria e informal para
el esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso dará cuenta del contenido sustancial de la
solicitud al Organismo o a la Dependencia administrativa procedente con el fin de que por su Jefe en el plazo
máximo de quince días, se remita informe escrito. Tal plazo será ampliable cuando concurran circunstancias
que lo aconsejen a juicio del Defensor del Pueblo.

Dos. La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables al envío del informe inicial
solicitado podrá ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora de sus funciones,
haciéndola pública de inmediato y destacando tal calificación en su informe anual o especial, en su caso, a las
Cortes Generales.

CAPÍTULO CUARTO OBLIGACIÓN DE COLABORACIÓN DE LOS ORGANISMOS REQUERIDOS

Artículo diecinueve.
Uno. Todos los poderes públicos están obligados a auxiliar, con carácter preferente y urgente, al Defensor del
Pueblo en sus investigaciones e inspecciones.

Dos. En la fase de comprobación e investigación de una queja o en expediente iniciado de oficio, el Defensor
del Pueblo su Adjunto, o la persona en quien él delegue, podrán personarse en cualquier centro de la
Administración pública, dependientes de la misma a afectos a un servicio público, para comprobar cuantos
datos fueren menester, hacer las entrevistas personales pertinentes o proceder al estudio de los expedientes y
documentación necesaria.

Tres. A estos efectos no podrá negársele el acceso a ningún expediente o documentación administrativa o que
se encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la investigación, sin perjuicio de lo que se
dispone en el artículo veintidós de esta Ley.
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Artículo veinte.
Uno. Cuando la queja a investigar afectare a la conducta de las personas al servicio de la Administración, en
relación con la función que desempeñan, el Defensor del Pueblo dará cuenta de la misma al afectado y a su
inmediato superior u Organismo de quien aquél dependiera.

Dos. El afectado responderá por escrito, y con la aportación de cuantos documentos y testimonios considere
oportunos, en el plazo que se le haya fijado, que en ningún caso será inferior a diez días, pudiendo ser
prorrogado, a instancia de parte, por la mitad del concedido.

Tres. El Defensor del Pueblo podrá comprobar la veracidad de los mismos y proponer al funcionario afectado
una entrevista ampliatoria de datos. Los funcionarios que se negaren a ello podrán ser requeridos por aquél
para que manifiesten por escrito las razones que justifiquen tal decisión.

Cuatro. La información que en el curso de una investigación pueda aportar un funcionario a través de su
testimonio personal tendrá el carácter de reservada, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento
Criminal sobre la denuncia de hechos que pudiesen revestir carácter delictivo.

Artículo veintiuno.
El superior jerárquico u Organismo que prohíba al funcionario a sus órdenes o servicio responder a la
requisitoria del Defensor del Pueblo o entrevistarse con él, deberá manifestarlo por escrito, debidamente
motivado, dirigido al funcionario y al propio Defensor del Pueblo. El Defensor del Pueblo dirigirá en adelante
cuantas actuaciones investigadoras sean necesarias al referido superior jerárquico.

CAPÍTULO QUINTO SOBRE DOCUMENTOS RESERVADOS

Artículo veintidós.
Uno. El Defensor del Pueblo podrá solicitar a los poderes públicos todos los documentos que considere
necesarios para el desarrollo de su función, incluidos aquéllos clasificados con el carácter de secretos de
acuerdo con la ley. En este último supuesto la no remisión de dichos documentos deberá ser acordada por el
Consejo de Ministros y se acompañará una certificación acreditativa del acuerdo denegatorio.

Dos. Las investigaciones que realice el Defensor del Pueblo y el personal dependiente del mismo, así como los
trámites procedimentales, se verificarán dentro de la más absoluta reserva, tanto con respecto a los
particulares como a las dependencias y demás Organismos públicos, sin perjuicio de las consideraciones que
el Defensor del Pueblo considere oportuno incluir en sus informes a las Cortes Generales. Se dispondrán
medidas especiales de protección en relación con los documentos clasificados como secretos.

Tres. Cuando entienda que un documento declarado secreto y no remitido por la Administración pudiera
afectar de forma decisiva a la buena marcha de su investigación, lo pondrá en conocimiento de la Comisión
Mixta Congreso-Senado a que se refiere el artículo 2.° de esta Ley.
Se modifica el apartado 3 por el art. único.6 de la Ley Orgánica 2/1992, de 5 de marzo. Ref. BOE-A-1992-5304.

CAPÍTULO SEXTO RESPONSABILIDADES DE LAS AUTORIDADES Y FUNCIONARIOS

Artículo veintitrés.
Cuando las actuaciones practicadas revelen que la queja ha sido originada presumiblemente por el abuso,
arbitrariedad, discriminación, error, negligencia u omisión de un funcionario, el Defensor del Pueblo podrá
dirigirse al afectado haciéndole constar su criterio al respecto. Con la misma fecha dará traslado de dicho
escrito al superior jerárquico, formulando las sugerencias que considere oportunas.

Artículo veinticuatro.
Uno. La persistencia en una actitud hostil o entorpecedora de la labor de investigación del Defensor del
Pueblo por parte de cualquier Organismo, funcionarios, directivo o persona al servicio de la Administración
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pública podrá ser objeto de un informe especial, además de destacarlo en la sección correspondiente de su
informe anual.

Dos. (Derogado)

Se deroga el apartado 2 por la disposición derogatoria única.1 f) de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre. Ref. BOE-A-1995-25444.

Artículo veinticinco.
Uno. Cuando el Defensor del Pueblo, en razón del ejercicio de las funciones propias de su cargo, tenga
conocimiento de una conducta o hechos presumiblemente delictivos lo pondrá de inmediato en conocimiento
del Fiscal General del Estado.

Dos. En cualquier caso, el Fiscal General del Estado informará periódicamente al Defensor del Pueblo, o
cuando éste lo solicite, del trámite en que se hallen las actuaciones iniciadas a su instancia.

Tres. El Fiscal General del Estado pondrá en conocimiento del Defensor del Pueblo todas aquellas posibles
irregularidades administrativas de que tenga conocimiento el Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus
funciones.

Artículo veintiséis.
El Defensor del Pueblo podrá, de oficio, ejercitar la acción de responsabilidad contra todas las autoridades,
funcionarios y agentes civiles del orden gubernativo o administrativo, incluso local, sin que sea necesaria en
ningún caso la previa reclamación por escrito.

CAPÍTULO SÉPTIMO GASTOS CAUSADOS A PARTICULARES

Artículo veintisiete.
Los gastos efectuados o perjuicios materiales causados a los particulares que no hayan promovido la queja al
ser llamados a informar por el Defensor del Pueblo, serán correspondidos con cargo a su presupuesto una vez
justificados debidamente.

TÍTULO TERCERO DE LAS RESOLUCIONES

CAPÍTULO PRIMERO CONTENIDO DE LAS RESOLUCIONES

Artículo veintiocho.
Uno. El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y resoluciones de la
Administración Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los criterios utilizados para la
producción de aquéllos.

Dos. Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento riguroso
de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, podrá sugerir al
órgano legislativo competente o a la Administración la modificación de la misma.

Tres. Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en virtud de
acto administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades administrativas
competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y sanción.

Artículo veintinueve.
El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, de
acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo treinta.
Uno. El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y
funcionarios de las Administraciones Públicas advertencias, recomendaciones, recordatorios de sus deberes
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legales y sugerencias para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las autoridades y los
funcionarios vendrán obligados a responder por escrito en término no superior al de un mes.

Dos. Si formuladas sus recomendaciones dentro de un plazo razonable no se produce una medida adecuada
en tal sentido por la autoridad administrativa afectada o éste no informa al Defensor del Pueblo de las razones
que estime para no adoptarlas, el Defensor del Pueblo podrá poner en conocimiento del Ministro del
Departamento afectado, o sobre la máxima autoridad de la Administración afectada, los antecedentes del
asunto y las recomendaciones presentadas. Si tampoco obtuviera una justificación adecuada, incluirá tal
asunto en su informe anual o especial con mención de los nombres de las autoridades o funcionarios que
hayan adoptado tal actitud entre los casos en que considerando el Defensor del Pueblo que era posible una
solución positiva, ésta no se ha conseguido.

CAPÍTULO SEGUNDO NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES

Artículo treinta y uno.
Uno. El Defensor del Pueblo informará al interesado del resultado de sus investigaciones y gestión así como de
la respuesta que hubiese dado la Administración o funcionario implicados, salvo en el caso de que éstas, por
su naturaleza, fuesen consideradas como de carácter reservado o declaradas secretas.

Dos. Cuando en intervención se hubiere iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el apartado dos del artículo
diez, el Defensor del Pueblo informará al parlamentario o Comisión competente que lo hubiese solicitado y al
término de sus investigaciones, de los resultados alcanzados. Igualmente, cuando decida no intervenir
informará razonando su desestimación.

Tres. El Defensor del Pueblo comunicará el resultado positivo o negativo de sus investigaciones a la autoridad,
funcionario o dependencia administrativa acerca de la cual se haya suscitado,

CAPÍTULO TERCERO INFORME A LAS CORTES

Artículo treinta y dos.
Uno. El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada en un
informe que presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario de sesiones.

Dos. Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe extraordinario
que dirigirá a las Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se encontraran reunidas.

Tres. Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados.

Artículo treinta y tres.
Uno. El Defensor del Pueblo en su informe anual dará cuenta del número y tipo de quejas presentadas; de
aquellas que hubiesen sido rechazadas y sus causas, así como de las que fueron objeto de investigación y el
resultado de las mismas, con especificación de las sugerencias o recomendaciones admitidas por las
Administraciones Públicas.

Dos. En el informe no constarán datos personales que permitan la pública identificación de los interesados en
el procedimiento investigador, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo veinticuatro punto uno.

Tres. El informe contendrá igualmente un anexo, cuyo destinatario serán las Cortes Generales, en el que se
hará constar la liquidación del presupuesto de la institución en el periodo que corresponda.

Cuatro. Un resumen del informe será expuesto oralmente por el Defensor del Pueblo ante los Plenos de
ambas Cámaras, pudiendo intervenir los grupos parlamentarios a efectos de fijar su postura.
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TÍTULO CUARTO MEDIOS PERSONALES Y MATERIALES

CAPÍTULO PRIMERO PERSONAL

Artículo treinta y cuatro.
El Defensor del Pueblo podrá designar libremente los asesores necesarios para el ejercicio de sus funciones,
de acuerdo con el Reglamento y dentro de los límites presupuestarios.

Artículo treinta y cinco.
Uno. Las personas que se encuentren al servicio del Defensor del Pueblo, y mientras permanezcan en el
mismo, se considerarán como persona al servicio de las Cortes.

Dos. En los casos de funcionarios provenientes de la Administración Pública se les reservará la plaza y destino
que ocupasen con anterioridad a su adscripción a la oficina del Defensor del Pueblo, y se les computará, a
todos los efectos, el tiempo transcurrido en esta situación.

Artículo treinta y seis.
Los adjuntos y asesores cesarán automáticamente en el momento de la toma de posesión de un nuevo
Defensor del Pueblo destinado por las Cortes.

CAPÍTULO SEGUNDO DOTACIÓN ECONÓMICA

Artículo treinta y siete.
La dotación económica necesaria para el funcionamiento de la institución constituirá una partida dentro de
los Presupuestos de las Cortes Generales.

LO-AlarmaExcSitio
LO 4/1981 de los estados de alarma, excepción y sitio
En este tema: arts. 1 a 36 · 36 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-1981-12774

CAPÍTULO PRIMERO DISPOSICIONES COMUNES A LOS TRES ESTADOS

Artículo primero.
Uno. Procederá la declaración de los estados de alarma, excepción o sitio cuando circunstancias
extraordinarias hiciesen imposible el mantenimiento de la normalidad mediante los poderes ordinarios de las
Autoridades competentes.

Dos. Las medidas a adoptar en los estados de alarma, excepción y sitio, así como la duración de los mismos,
serán en cualquier caso las estrictamente indispensables para asegurar el restablecimiento de la normalidad.
Su aplicación se realizará de forma proporcionada a las circunstancias.

Tres. Finalizada la vigencia de los estados de alarma, excepción y sitio decaerán en su eficacia cuantas
competencias en materia sancionadora y en orden a actuaciones preventivas correspondan a las Autoridades
competentes, así como las concretas medidas adoptadas en base a éstas, salvo las que consistiesen en
sanciones firmes.

Cuatro. La declaración de los estados de alarma, excepción y sitio no interrumpe el normal funcionamiento
de los poderes constitucionales del Estado.

Artículo segundo.
La declaración de los estados de alarma, excepción o sitio será publicada de inmediato en el «Boletín Oficial
del Estado», y difundida obligatoriamente por todos los medios de comunicación públicos y por los privados
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que se determinen, y entrará en vigor desde el instante mismo de su publicación en aquél. También serán de
difusión obligatoria las disposiciones que la Autoridad competente dicte durante la vigencia de cada uno de
dichos estados.

Artículo tercero.
Uno. Los actos y disposiciones de la Administración Pública adoptados durante la vigencia de los estados de
alarma, excepción y sitio serán impugnables en vía jurisdiccional de conformidad con lo dispuesto en las
leyes.

Dos. Quienes como consecuencia de la aplicación de los actos y disposiciones adoptadas durante la vigencia
de estos estados sufran, de forma directa, o en su persona, derechos o bienes, daños o perjuicios por actos que
no les sean imputables, tendrán derecho a ser indemnizados de acuerdo con lo dispuesto en las leyes.

CAPÍTULO II EL ESTADO DE ALARMA

Artículo cuarto.
El Gobierno, en uso de las facultades que le otorga el artículo ciento dieciséis, dos, de la Constitución podrá
declarar el estado de alarma, en todo o parte del territorio nacional, cuando se produzca alguna de las
siguientes alteraciones graves de la normalidad.

a) Catástrofes, calamidades o desgracias públicas, tales como terremotos, inundaciones, incendios urbanos y
forestales o accidentes de gran magnitud.

b) Crisis sanitarias, tales como epidemias y situaciones de contaminación graves.

c) Paralización de servicios públicos esenciales para la comunidad, cuando no se garantice lo dispuesto en los
artículos veintiocho, dos, y treinta y siete, dos, de la Constitución, y concurra alguna de las demás
circunstancia o situaciones contenidas en este artículo.

d) Situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad.

Artículo quinto.
Cuando los supuestos a que se refiere el artículo anterior afecten exclusivamente a todo, o parte del ámbito
territorial de una Comunidad Autónoma, el Presidente de la misma, podrá solicitar del Gobierno la
declaración de estado de alarma.

Artículo sexto.
Uno. La declaración del estado de alarma se llevará a cabo mediante decreto acordado en Consejo de
Ministros.

Dos. En el decreto se determinará el ámbito territorial, la duración y los efectos del estado de alarma, que no
podrá exceder de quince días. Sólo se podrá prorrogar con autorización expresa del Congreso de los
Diputados, que en este caso podrá establecer el alcance y las condiciones vigentes durante la prórroga.

Artículo séptimo.
A los efectos del estado de alarma la Autoridad competente será el Gobierno o, por delegación de éste, el
Presidente de la Comunidad Autónoma cuando la declaración afecte exclusivamente a todo o parte del
territorio de una Comunidad.

Artículo octavo.
Uno. El Gobierno dará cuenta al Congreso de los Diputados de la declaración del estado de alarma y le
suministrará la información que le sea requerida.

Dos. El Gobierno también dará cuenta al Congreso de los Diputados de los decretos que dicte durante la
vigencia del estado de alarma en relación con éste.
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Artículo noveno.
Uno. Por la declaración del estado de alarma todas las Autoridades civiles de la Administración Pública del
territorio afectado por la declaración, los integrantes de los Cuerpos de Policía de las Comunidades
Autónomas y de las Corporaciones Locales, y los demás funcionarios y trabajadores al servicio de las mismas,
quedarán bajo las órdenes directas de la Autoridad competente en cuanto sea necesaria para la protección de
personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles servicios extraordinarios por su duración o por su
naturaleza.

Dos. Cuando la Autoridad competente sea el Presidente de una Comunidad Autónoma podrá requerir la
colaboración de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, que actuarán bajo la dirección de sus mandos
naturales.

Artículo diez.
Uno. El incumplimiento o la resistencia a las órdenes de la Autoridad competente en el estado de alarma será
sancionado con arreglo a lo dispuesto en las leyes.

Dos. Si estos actos fuesen cometidos por funcionarios, las Autoridades podrán suspenderlos de inmediato en
el ejercicio de sus cargos, pasando, en su caso, el tanto de culpa al juez, y se notificará al superior jerárquico, a
los efectos del oportuno expediente disciplinario.

Tres. Si fuesen cometidos por Autoridades, las facultades de éstas que fuesen necesarias para el cumplimiento
de las medidas acordadas en ejecución de la declaración de estado de alarma podrán ser asumidas por la
Autoridad competente durante su vigencia.

Artículo once.
Con independencia de lo dispuesto en el artículo anterior, el decreto de declaración del estado de alarma, o
los sucesivos que durante su vigencia se dicten, podrán acordar las medidas siguientes:

a) Limitar la circulación o permanencia de personas o vehículos en horas y lugares determinados, o
condicionarlas al cumplimiento de ciertos requisitos.

b) Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer prestaciones personales obligatorias.

c) Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fábricas, talleres, explotaciones o locales de cualquier
naturaleza, con excepción de domicilios privados, dando cuenta de ello a los Ministerios interesados.

d) Limitar o racionar el uso de servicios o el consumo de artículos de primera necesidad.

e) Impartir las órdenes necesarias para asegurar el abastecimiento de los mercados y el funcionamiento de los
servicios de los centros de producción afectados por el apartado d) del artículo cuarto.

Artículo doce.
Uno. En los supuestos previstos en los apartados a) y b) del artículo cuarto, la Autoridad competente podrá
adoptar por sí, según los casos, además de las medidas previstas en los artículos anteriores, las establecidas en
las normas para la lucha contra las enfermedades infecciosas, la protección del medio ambiente, en materia
de aguas y sobre incendios forestales.

Dos. En los casos previstos en los apartados c) y d) del artículo cuarto el Gobierno podrá acordar la
intervención de empresas o servicios, así como la movilización de su personal, con el fin de asegurar su
funcionamiento. Será de aplicación al personal movilizado la normativa vigente sobre movilización que, en
todo caso, será supletoria respecto de lo dispuesto en el presente artículo.
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CAPÍTULO III EL ESTADO DE EXCEPCIÓN

Artículo trece.
Uno. Cuando el libre ejercicio de los derechos y libertades de los ciudadanos, el normal funcionamiento de las
instituciones democráticas, el de los servicios públicos esenciales para la comunidad, o cualquier otro aspecto
del orden público, resulten tan gravemente alterados que el ejercicio de las potestades ordinarias fuera
insuficiente para restablecerlo y mantenerlo, el Gobierno, de acuerdo con el apartado tres del artículo ciento
dieciséis de la Constitución, podrá solicitar del Congreso de los Diputados autorización para declarar el estado
de excepción.

Dos. A los anteriores efectos, el Gobierno remitirá al Congreso de los Diputados una solicitud de autorización
que deberá contener los siguientes extremos:

a) Determinación de los efectos del estado de excepción, con mención expresa de los derechos cuya
suspensión se solicita, que no podrán ser otros que los enumerados en el apartado uno del artículo
cincuenta y cinco de la Constitución.

b) Relación de las medidas a adoptar referidas a los derechos cuya suspensión específicamente se solicita.

c) Ámbito territorial del estado de excepción, así como duración del mismo, que no podrá exceder de
treinta días.

d) La cuantía máxima de las sanciones pecuniarias que la Autoridad gubernativa esté autorizada para
imponer, en su caso, a quienes contravengan las disposiciones que dicte durante el estado de excepción.

Tres. El Congreso debatirá la solicitud de autorización remitida por el Gobierno, pudiendo aprobarla en sus
propios términos o introducir modificaciones en la misma.

Artículo catorce.
El Gobierno, obtenida la autorización a que hace referencia el artículo anterior, procederá a declarar el estado
de excepción, acordando para ello en Consejo de Ministros un decreto con el contenido autorizado por el
Congreso de los Diputados.

Artículo quince.
Uno. Si durante el estado de excepción, el Gobierno considerase conveniente la adopción de medidas distintas
de las previstas en el decreto que lo declaró, procederá a solicitar del Congreso de los Diputados la
autorización necesaria para la modificación del mismo, para lo que se utilizará el procedimiento, que se
establece en los artículos anteriores.

Dos. El Gobierno, mediante decreto acordado en Consejo de Ministros, podrá poner fin al estado de excepción
antes de que finalice el período para el que fue declarado, dando cuenta de ello inmediatamente al Congreso
de los Diputados.

Tres. Si persistieran las circunstancias que dieron lugar a la declaración del estado de excepción, el Gobierno
podrá solicitar del Congreso de los Diputados la prórroga de aquél, que no podrá exceder de treinta días.

Artículo dieciséis.
Uno. La Autoridad gubernativa podrá detener a cualquier persona si lo considera necesario para la
conservación del orden, siempre que, cuando menos, existan fundadas sospechas de que dicha persona vaya a
provocar alteraciones del orden público. La detención no podrá exceder de diez días y los detenidos
disfrutarán de los derechos que les reconoce el artículo diecisiete, tres, de la Constitución.

Dos. La detención habrá de ser comunicada al juez competente en el plazo de veinticuatro horas. Durante la
detención, el Juez podrá, en todo momento, requerir información y conocer personalmente, o mediante
delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido la situación de
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éste.

Artículo diecisiete.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, dos, de la
Constitución, la Autoridad gubernativa podrá disponer inspecciones, registros domiciliarios si lo considera
necesario para el esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o para el mantenimiento del orden
público.

Dos. La inspección o el registro se llevarán a cabo por la propia Autoridad o por sus agentes, a los que
proveerá de orden formal y escrita.

Tres. El reconocimiento de la casa, papeles y efectos, podrá ser presenciado por el titular o encargado de la
misma o por uno o más individuos de su familia mayores de edad y, en todo caso, por dos vecinos de la casa o
de las inmediaciones, si en ellas los hubiere, o, en su defecto, por dos vecinos del mismo pueblo o del pueblo o
pueblos limítrofes.

Cuatro. No hallándose en ella al titular o encargado de la casa ni a ningún individuo de la familia, se hará el
reconocimiento en presencia únicamente de los dos vecinos indicados.

Cinco. La asistencia de los vecinos requeridos para presenciar el registro será obligatoria y coercitivamente
exigible.

Seis. Se levantará acta de la inspección o registro, en la que se harán constar los nombres de las personas que
asistieren y las circunstancias que concurriesen, así como las incidencias a que diere lugar. El acta será
firmada por la autoridad o el agente que efectuare el reconocimiento y por el dueño o familiares y vecinos. Si
no supieran o no quisiesen firmar se anotará también esta incidencia.

Siete. La autoridad gubernativa comunicará inmediatamente al Juez competente las inspecciones y registros
efectuados, las causas que los motivaron y los resultados de los mismos, remitiéndole copia del acta levantada.

Artículo dieciocho.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo dieciocho, tres, de la
Constitución, la autoridad gubernativa podrá intervenir toda clase de comunicaciones, incluidas las postales,
telegráficas y telefónicas. Dicha intervención sólo podrá ser realizada si ello resulta necesario para el
esclarecimiento de los hechos presuntamente delictivos o el mantenimiento del orden público.

Dos. La intervención decretada será comunicada inmediatamente por escrito motivado al Juez competente.

Artículo diecinueve.
La autoridad gubernativa podrá intervenir y controlar toda clase de transportes, y la carga de los mismos.

Artículo veinte.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo diecinueve de la
Constitución, la autoridad gubernativa podrá prohibir la circulación de personas y vehículos en las horas y
lugares que se determine, y exigir a quienes se desplacen de un lugar a otro que acrediten su identidad,
señalándoles el itinerario a seguir.

Dos. Igualmente podrá delimitar zonas de protección o seguridad y dictar las condiciones de permanencia en
las mismas y prohibir en lugares determinados la presencia de persona que puedan dificultar la acción de la
fuerza pública.

Tres. Cuando ello resulte necesario, la Autoridad gubernativa podrá exigir a personas determinadas que
comuniquen, con una antelación de dos días, todo desplazamiento fuera de la localidad en que tengan su
residencia habitual.

Cuatro. Igualmente podrá disponer su desplazamiento fuera de dicha localidad cuando lo estime necesario.
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Cinco. Podrá también fijar transitoriamente la residencia de personas determinadas en localidad o territorio
adecuados a sus condiciones personales.

Seis. Corresponde a la Autoridad gubernativa proveer de los recursos necesarios para el cumplimiento de las
medidas previstas en este artículo y, particularmente, de las referidas a viajes, alojamiento y manutención de
la persona afectada.

Siete. Para acordar las medidas a que se refieren los apartados tres, cuatro y cinco de este artículo, la
Autoridad gubernativa habrá de tener fundados motivos en razón a la peligrosidad que para el mantenimiento
del orden público suponga la persona afectada por tales medidas.

Artículo veintiuno.
Uno. La Autoridad gubernativa podrá suspender todo tipo de publicaciones, emisiones de radio y televisión,
proyecciones, cinematográficas y representaciones teatrales, siempre y cuando la autorización del Congreso
comprenda la suspensión del artículo veinte, apartados uno, a) y d), y cinco de la Constitución. Igualmente
podrá ordenar el secuestro de publicaciones.

Dos. El ejercicio de las potestades a que se refiere el apartado anterior no podrá llevar aparejado ningún tipo
de censura previa.

Artículo veintidós.
Uno. Cuando la autorización del Congreso comprenda la suspensión del artículo veintiuno de la Constitución,
la autoridad gubernativa podrá someter a autorización previa o prohibir la celebración de reuniones y
manifestaciones.

Dos. También podrá disolver las reuniones y manifestaciones a que se refiere el párrafo anterior.

Tres. Las reuniones orgánicas que los partidos políticos, los sindicatos y las asociaciones empresariales
realicen en cumplimiento de los fines que respectivamente les asignen los artículos sexto y séptimo de la
Constitución, y de acuerdo con sus Estatutos, no podrán ser prohibidas, disueltas ni sometidas a autorización
previa.

Cuatro. Para penetrar en los locales en que tuvieran lugar las reuniones, la Autoridad gubernativa deberá
proveer a sus agentes de autorización formal y escrita. Esta autorización no será necesaria cuando desde
dichos locales se estuviesen produciendo alteraciones graves del orden público constitutivas del delito o
agresiones a las Fuerzas de Seguridad y en cualesquiera otros casos de flagrante delito.

Artículo veintitrés.
La Autoridad gubernativa podrá prohibir las huelgas y la adopción de medidas de conflicto colectivo, cuando
la autorización del Congreso comprenda la suspensión de los artículos veintiocho, dos, y treinta y siete, dos de
la Constitución.

Artículo veinticuatro.
Uno. Los extranjeros que se encuentren en España vendrán obligados a realizar las comparecencias que se
acuerden, a cumplir las normas que se dicten sobre renovación o control de permisos de residencia y cédulas
de inscripción consular y a observar las demás formalidades que se establezcan.

Dos. Quienes contravinieren las normas o medidas que se adopten, o actuaren en connivencia con los
perturbadores del orden público, podrán ser expulsados de España, salvo que sus actos presentaren indicios
de ser constitutivos de delito, en cuyo caso se les someterá a los procedimientos judiciales correspondientes.

Tres. Los apátridas y refugiados respecto de los cuales no sea posible la expulsión se someterán al mismo
régimen que los españoles.

Cuatro. Las medidas de expulsión deberán ir acompañadas de una previa justificación sumaria de las razones
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que la motivan.

Artículo veinticinco.
La autoridad gubernativa podrá proceder a la incautación de toda clase de armas, municiones o sustancias
explosivas.

Artículo veintiséis.
Uno. La Autoridad gubernativa podrá ordenar la intervención de industrias o comercios que puedan motivar
la alteración del orden público o coadyuvar a ella, y la suspensión temporal de las actividades de los mismos,
dando cuenta a los Ministerios interesados.

Dos. Podrá, asimismo, ordenar el cierre provisional de salas de espectáculos, establecimientos de bebidas y
locales de similares características.

Artículo veintisiete.
La Autoridad gubernativa podrá ordenar las medidas necesarias de vigilancia y protección de edificaciones,
instalaciones, obras, servicios públicos e industrias o explotaciones de cualquier género. A estos efectos podrá
emplazar puestos armados en los lugares más apropiados para asegurar la vigilancia, sin perjuicio de lo
establecido en el artículo dieciocho, uno de la Constitución.

Artículo veintiocho.
Cuando la alteración del orden público haya dado lugar a alguna de las circunstancias especificadas en el
artículo cuarto coincida con ellas, el Gobierno podrá adoptar además de las medidas propias del estado de
excepción, las previstas para el estado de alarma en la presente ley.

Artículo veintinueve.
Si algún funcionario o personal al servicio de una Administración pública o entidad o instituto de carácter
público u oficial favoreciese con su conducta la actuación de los elementos perturbadores del orden, la
Autoridad gubernativa podrá suspenderlo en el ejercicio de su cargo, pasando el tanto de culpa al Juez
competente y notificándolo al superior jerárquico a los efectos del oportuno expediente disciplinario.

Artículo treinta.
Uno. Si durante el estado de excepción el Juez estimase la existencia de hechos contrarios al orden público o a
la seguridad ciudadana que puedan ser constitutivos de delito, oído el Ministerio Fiscal, decretará la prisión
provisional del presunto responsable, la cual mantendrá, según su arbitrio, durante dicho estado.

Dos. Los condenados en estos procedimientos quedan exceptuados de los beneficios de la remisión
condicional durante la vigencia del estado de excepción.

Artículo treinta y uno.
Cuando la declaración del estado de excepción afecte exclusivamente a todo o parte del ámbito territorial de
una Comunidad Autónoma, la Autoridad gubernativa podrá coordinar el ejercicio de sus competencias con el
Gobierno de dicha Comunidad.

CAPÍTULO IV EL ESTADO DE SITIO

Artículo treinta y dos.
Uno. Cuando se produzca o amenace producirse una insurrección o acto de fuerza contra la soberanía o
independencia de España, su integridad territorial o el ordenamiento constitucional, que no pueda resolverse
por otros medios, el Gobierno, de conformidad con lo dispuesto en el apartado cuatro del artículo ciento
dieciséis de la Constitución, podrá proponer al Congreso de los Diputados la declaración de estado de sitio.
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Dos. La correspondiente declaración determinará el ámbito territorial, duración y condiciones del estado de
sitio.

Tres. La declaración podrá autorizar, además de lo previsto para los estados de alarma y excepción, la
suspensión temporal de las garantías jurídicas del detenido que se reconocen en el apartado tres del artículo
diecisiete de la Constitución.

Artículo treinta y tres.
Uno. En virtud de la declaración del estado de sitio, el Gobierno, que dirige la política militar y de la defensa,
de acuerdo con el artículo noventa y siete de la Constitución, asumirá todas las facultades extraordinarias
previstas en la misma y en la presente ley.

Dos. A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el Gobierno designará la Autoridad militar que, bajo su
dirección, haya de ejecutar las medidas que procedan en el territorio a que el estado de sitio se refiera.

Artículo treinta y cuatro.
La Autoridad militar procederá a publicar y difundir los oportunos bandos, que contendrán las medidas y
prevenciones necesarias, de acuerdo con la Constitución, la presente ley y las condiciones de la declaración
del estado de sitio.

Artículo treinta y cinco.
En la declaración del estado de sitio el Congreso de los Diputados podrá determinar los delitos que durante su
vigencia quedan sometidos a la Jurisdicción Militar.

Artículo treinta y seis.
Las Autoridades civiles continuarán en el ejercicio de las facultades que no hayan sido conferidas a la
Autoridad militar de acuerdo con la presente Ley. Aquellas Autoridades darán a la militar las informaciones
que ésta le solicite y cuantas noticias referentes al orden público lleguen a su conocimiento.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 2 · I. Derecho Constitucional y Comunitario

1 Según dispone el artículo 11.1 de la Constitución Española, la nacionalidad española se adquiere, se 
conserva y se pierde:

A) Por acción u omisión del ciudadano.

B) De acuerdo con lo establecido por la ley.

C) De acuerdo con la reglamentación específica sobre inmigración.

D) De acuerdo con el derecho consuetudinario.
Universidad de Sevilla, 2020

2 De acuerdo con lo establecido en el artículo 10.2 de la Constitución Española, las normas relativas a los 
derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce, se interpretarán:

A) De conformidad con las normas generales del Derecho internacional.

B) De conformidad con los principios generales del Derecho.

C) De conformidad con la Declaración Universal de los Derechos Humanos y los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

D) De conformidad con las sentencias del Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo.
Ayuntamiento de Estivella Acta, 2022
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3 Conforme al artículo 55 de la Constitución Española de 1978, el derecho de los españoles a circular por el 
territorio nacional:

A) Es un derecho fundamental que no puede ser suspendido.

B) Podrá ser suspendido para personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la 
actuación de bandas armadas o elementos terroristas.

C) Podrá ser limitado por motivos políticos.

D) Podrá ser suspendido cuando se acuerde la declaración del estado de excepción o de sitio.
Administración General del Estado (INAP), 2022

4 En relación con las asociaciones cuyo derecho se reconoce en el artículo 22 de la Constitución Española, 
señale la incorrecta:

A) Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

B) Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial 
motivada.

C) Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son legales.

D) Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de 
publicidad.

Ayuntamiento de Cádiz, 2023

5 ¿Qué artículo de la Constitución Española establece el derecho a acceder en condiciones de igualdad a las 
funciones y cargos públicos? (señale la respuesta correcta)

A) Artículo 23.

B) Artículo 24.

C) Artículo 22.

D) Artículo 20.
Ayuntamiento de Monforte de Lemos, 2024
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Soluciones — Tema 2 · I. Derecho Constitucional y ComunitarioCada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 11 CE pág. 16 La regulación de cómo se obtiene, se mantiene y se pierde la condición de español queda
reservada a una norma con rango de ley, no a un reglamento ni a la costumbre. La Constitución no fija los
requisitos concretos, sino que remite expresamente al desarrollo legal, lo que garantiza que solo el legislador
pueda establecer las condiciones de la nacionalidad. Por eso la fórmula correcta es la remisión a lo que
disponga la ley.

2 C Art. 10 CE pág. 16 La Constitución manda interpretar los derechos fundamentales y las libertades
reconocidos en su texto tomando como guía la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados
internacionales sobre estas materias que España haya ratificado. Esta regla integra los compromisos
internacionales en la comprensión interna de los derechos, dándoles un contenido coherente con el estándar
mundial. No se remite a los principios generales del Derecho ni únicamente a la jurisprudencia de Estrasburgo,
aunque esta refuerce dicha interpretación.

3 D Art. 55 CE pág. 17 La libertad de circulación por el territorio nacional figura entre los derechos que pueden
quedar suspendidos cuando se acuerda la declaración del estado de excepción o de sitio, conforme al régimen
general de suspensión colectiva. En cambio, la suspensión individual para personas determinadas en relación
con investigaciones sobre bandas armadas o elementos terroristas solo alcanza a la detención preventiva y a la
inviolabilidad del domicilio y las comunicaciones, sin incluir la libertad de circulación. Por tanto, este derecho
no queda amparado por la suspensión individual, sino únicamente por la vinculada a los estados excepcionales.

4 C Art. 22 CE El derecho de asociación tiene límites claros: son ilegales las agrupaciones que persigan fines o
empleen medios calificados como delito. Afirmar que tales asociaciones son legales contradice frontalmente
este principio. Sí se admiten y protegen las demás afirmaciones: prohibición de las secretas y paramilitares,
disolución o suspensión solo por decisión judicial motivada, e inscripción registral con mera finalidad de
publicidad. El matiz decisivo es que el registro no tiene efecto constitutivo, sino informativo.

5 A Art. 23 CE El derecho a participar en los asuntos públicos y a acceder en condiciones de igualdad a las
funciones y cargos públicos se reconoce como derecho fundamental de los ciudadanos. Comprende tanto la
participación política, directa o por representantes, como el ingreso en la función pública conforme a los
requisitos que fijen las leyes. Conviene distinguirlo de la tutela judicial efectiva, del derecho de asociación y de
la libertad de expresión, que residen en preceptos próximos pero distintos.

Practica con más de 500 preguntas de este tema en 
haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2 · I. Derecho Constitucional y Comunitario, corregido al 
momento y con el artículo de la ley delante de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/letrados-a1-gob-canarias
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I. DERECHO CONSTITUCIONAL Y COMUNITARIO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
El principio y derecho fundamental a la igualdad: especial referencia a la igualdad de 
género y su garantía en nuestro Derecho. Derecho a la vida ya la integridad física y 
moral; especial referencia a la protección contra la violencia de género. Derecho a la 
libertad ideológica y religiosa. Derecho a la libertad y seguridad. El habeas corpus.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 14 a 17 · 4 artículos

LO-Igualdad · LO 3/2007 igualdad efectiva
arts. 1 a 13 · 13 artículos

Igualdad-CAN · Ley 1/2010 canaria de igualdad entre mujere…
arts. 1 a 4 y 67 a 74 · 12 artículos

LVG-CAN · Ley 16/2003 de Canarias de prevención y protecci…
arts. 1 a 7 · 7 artículos

LO-VG · LO 1/2004 violencia de género
arts. 1 a 2, 17 a 32 y 61 a 69 · 30 artículos

LO-HabeasCorpus · LO 6/1984 reguladora del procedimient…
arts. 1 a 9 · 9 artículos

75 artículos · empieza en la pág. 36

Lo más preguntado de este tema

Art. 17 CE 44
Art. 1 LO-Igualdad 27
Art. 15 CE 25
Art. 6 LO-Igualdad 25
Art. 16 CE 22

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 365 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 14 a 17 · 4 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO I DE LOS DERECHOS Y DEBERES FUNDAMENTALES

CAPÍTULO SEGUNDO DERECHOS Y LIBERTADES

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

SECCIÓN 1.ª DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y DE LAS LIBERTADES PÚBLICAS

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos
a tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.

2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.

3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
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demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.

2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.

3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

LO-Igualdad
LO 3/2007 igualdad efectiva
En este tema: arts. 1 a 13 · 13 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2007-6115

TÍTULO PRELIMINAR OBJETO Y ÁMBITO DE LA LEY

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral,
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una
sociedad más democrática, más justa y más solidaria.

2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y
corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Todas las personas gozarán de los derechos derivados del principio de igualdad de trato y de la prohibición
de discriminación por razón de sexo.

2. Las obligaciones establecidas en esta Ley serán de aplicación a toda persona, física o jurídica, que se
encuentre o actúe en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio o residencia.

TÍTULO I EL PRINCIPIO DE IGUALDAD Y LA TUTELA CONTRA LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.
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Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas.
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas
jurídicas.

Artículo 5.
Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesionales,
y en las condiciones de trabajo. El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos
en la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación
profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de
despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier
organización cuyos miembros ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las
mismas. No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia
de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que
sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.

2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.

3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.

2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.

3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.

4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el
embarazo o la maternidad.
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Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación,
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias.
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a
través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas
discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas.
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso.

2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva.
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la
relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.

2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.

3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Artículo 13. Prueba.
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona
demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. A los
efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.

2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.
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Igualdad-CAN
Ley 1/2010 canaria de igualdad entre mujeres y hombres
En este tema: arts. 1 a 4 y 67 a 74 · 12 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-
A-2010-4518

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y finalidad.
La presente ley tiene como objetivo hacer real y efectivo el derecho de igualdad de trato y oportunidades para,
en el desarrollo de los artículos 9.2, 14 y 23 de la Constitución, y 5.2 y 30.2 del Estatuto de Autonomía para
Canarias, seguir avanzando para lograr una sociedad más democrática, justa, solidaria e igualitaria, tanto en
el ámbito público como privado. Asimismo, establecer los principios generales que han de presidir la
actuación de los poderes públicos en materia de igualdad entre mujeres y hombres en todos los ámbitos de su
vida, con independencia del lugar donde residan.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. La presente ley será de aplicación en el ámbito territorial del archipiélago canario, así como a quien tenga
la condición política de canario o canaria y resida en el exterior.

2. En particular, en los términos establecidos en la propia ley, será de aplicación:

a) A la Administración autonómica de Canarias: a sus organismos autónomos, a sus entidades públicas
empresariales, a las empresas públicas de la Comunidad Autónoma de Canarias, a los consorcios,
fundaciones y demás entidades con personalidad jurídica propia en los que sea mayoritaria la
representación directa del Gobierno de Canarias.

b) A las entidades que integran la Administración local, tanto ayuntamientos como cabildos, sus
organismos autónomos, consorcios, fundaciones y demás entidades con personalidad jurídica propia en
los que sea mayoritaria la representación directa de dichas entidades.

c) A las universidades canarias públicas y privadas.

d) A las entidades privadas que suscriban contratos o convenios de colaboración con las administraciones
públicas canarias o sean beneficiarias de ayudas o subvenciones concedidas por ellas.

3. Igualmente, será de aplicación a las personas físicas y jurídicas, en los términos establecidos en la presente
ley.

4. Asimismo, será de aplicación al resto de los poderes públicos, a los órganos de relevancia estatutaria y al
Consejo Económico y Social, en los términos establecidos en la presente ley y en sus leyes reguladoras.

Se añade el apartado 4 por el art. 1 de la Ley 7/2019, de 9 de abril. Ref. BOE-A-2019-6775

Artículo 3. Definiciones.
La interpretación de los conceptos y términos previstos en esta ley será la que figura recogida como anexo
final a la misma.

Artículo 4. Principios generales que informan la actuación de la Administración pública.
Para la consecución del objeto de esta ley, serán principios generales de actuación de los poderes públicos de
Canarias, en el marco de sus competencias:

1. La igualdad de trato entre mujeres y hombres, que supone la ausencia de toda discriminación, directa o
indirecta, por razón de sexo, en el ámbito educativo, económico, político, social, laboral y cultural, en
particular, en lo que se refiere al empleo, a la formación profesional y a las condiciones de trabajo.

2. La igualdad de oportunidades mediante la adopción de las medidas necesarias para la eliminación de la
discriminación y especialmente, aquellas que incidan en la creciente feminización de la pobreza.
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3. El reconocimiento de la maternidad como un valor social, evitando los efectos negativos en los derechos de
las mujeres, y la consideración de la paternidad en un contexto familiar y social de corresponsabilidad, de
acuerdo con los nuevos modelos de familia.

4. El fomento de la corresponsabilidad, a través del reparto equilibrado entre mujeres y hombres de las
responsabilidades familiares, de las tareas domésticas y del cuidado de las personas en situación de
dependencia en cualquier circunstancia en que se encuentren ambos progenitores de matrimonio,
separación, divorcio, nulidad o convivencia de hecho.

5. La adopción de las medidas específicas necesarias destinadas a eliminar las desigualdades de hecho por
razón de sexo que pudieran existir en los diferentes ámbitos.

6. La especial protección del derecho a la igualdad de trato de aquellas mujeres o colectivos de mujeres que se
encuentren en riesgo de padecer múltiples situaciones de discriminación o de exclusión.

7. La promoción del acceso a los recursos de todo tipo a las mujeres que viven en el medio rural y su
participación plena, igualitaria y efectiva en la economía y en la sociedad.

8. El fomento de la participación o composición equilibrada entre mujeres y hombres en los distintos órganos
de representación y de toma de decisiones.

9. El impulso de las relaciones entre las distintas administraciones, instituciones y agentes sociales
sustentadas en los principios de colaboración, coordinación y cooperación, para garantizar la igualdad entre
mujeres y hombres.

10. La adopción de las medidas necesarias para eliminar el uso sexista del lenguaje, garantizar y promover la
utilización de una imagen de las mujeres y los hombres fundamentada en la igualdad de sexos, en todos los
ámbitos de la vida pública y privada.

11. El impulso de la efectividad del principio de igualdad en las relaciones entre particulares.

12. La incorporación del principio de igualdad de género y la coeducación en el sistema educativo y en
cualquier modalidad de acción formativa.

13. El respeto a las diferencias, que debe ser potenciado por las administraciones, poniendo los medios
necesarios para que el proceso hacia la igualdad de sexos se realice respetando tanto la diversidad y las
diferencias existentes entre mujeres y hombres en cuanto a su biología, condiciones de vida, aspiraciones y
necesidades, como la diversidad y diferencias existentes dentro de los propios colectivos de mujeres y
hombres.

14. La integración de la perspectiva de género en todas sus políticas y acciones, de manera que establezcan en
todas ellas el objetivo general de eliminar las desigualdades y promover la igualdad entre mujeres y hombres.

15. La transversalidad, principio que comporta aplicar la perspectiva de género en las fases de planificación,
ejecución y evaluación de todas las políticas llevadas a cabo por las administraciones públicas con la finalidad
de eliminar las desigualdades entre mujeres y hombres.

16. La obligación de diseñar, presupuestar y poner en marcha sistemas de protección, información y
acompañamiento a todas mujeres víctimas de la violencia de género, facilitando la coordinación de los
distintos cuerpos y fuerzas policiales que operan en Canarias en el ejercicio de las funciones que legalmente
les corresponden.

17. La coordinación, entendida como la ordenada gestión de competencias entre las administraciones
públicas en materia de igualdad entre mujeres y hombres, con la finalidad de lograr una mayor eficacia tanto
en las políticas a aplicar como en la ejecución del presupuesto, donde se debe tender a su optimización y
evitar la duplicidad de gastos para los mismos fines.
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TÍTULO III ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL Y COORDINACIÓN ENTRE LAS DISTINTAS ADMINISTRACIONES PÚBLI

Artículo 67. Comisión Interdepartamental para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.
1. Se creará la Comisión Interdepartamental para la Igualdad entre Mujeres y Hombres, en la que estarán
representadas todas las consejerías del Gobierno de Canarias, como órgano colegiado para el seguimiento de
las acciones y actuaciones de la Administración canaria en materia de igualdad de género, que será presidida
por la persona titular de la consejería competente en materia de igualdad.

2. Su composición, competencias y régimen de funcionamiento se determinarán reglamentariamente.

Artículo 68. Unidades de igualdad de género.
1. Se crean Unidades de Igualdad de Género en todas las consejerías, con el fin de impulsar, coordinar e
implementar la perspectiva de género en la planificación, gestión y evaluación en sus respectivas políticas.

2. Cada consejería encomendará a la secretaría general técnica de ésta o, en su defecto, al órgano que se
determine por orden del consejero correspondiente, las funciones de la Unidad de Igualdad de Género en los
términos que se establezcan reglamentariamente.

3. La Administración autonómica de Canarias garantizará el asesoramiento y la formación de su personal en
materia de igualdad de género para implementar eficazmente las políticas públicas con perspectiva de género.

Artículo 69. Observatorio de la Igualdad de Género.
1. Se creará el Observatorio de la Igualdad de Género como órgano asesor, adscrito al Instituto Canario de
Igualdad, destinado a detectar, analizar y proponer estrategias para corregir situaciones de desigualdad de las
mujeres en la Comunidad Canaria. En todo caso, se priorizarán las áreas de violencia de género, situación
laboral e imagen pública de las mujeres.

2. Sus funciones, composición y funcionamiento, así como las distintas áreas de intervención, serán
determinadas reglamentariamente.
Se modifica el apartado 1 por el art. 11.2 de la Ley 4/2012, de 25 de junio. Ref. BOE-A-2012-9282

Artículo 70. Consejo Canario de Igualdad de Género.
1. El Consejo Canario de Igualdad de Género es el órgano de consulta del Instituto Canario de Igualdad y de
participación de organizaciones de mujeres y hombres, entidades de iniciativa social y agentes sociales que
desarrollan programas o actuaciones de igualdad de género en coordinación con las administraciones
públicas canarias y que hayan incorporado a sus estatutos, como objeto social, la consecución de la igualdad
entre mujeres y hombres en Canarias, en su ámbito de intervención.

2. Entre otras, son funciones del Consejo Canario de Igualdad de Género:

a) La promoción de estudios de diagnóstico e investigación sobre la situación de las empresas y la
ciudadanía en relación a la igualdad de género.

b) Impulsar y coordinar planes, proyectos y programas de actuaciones para la promoción de la igualdad
entre mujeres y hombres, que incorporen siempre la formación especializada en materia de igualdad de
género.

c) Proponer, impulsar y, en su caso, elaborar las medidas necesarias para la adaptación de la normativa
autonómica a la normativa comunitaria en materia de igualdad de género.

d) Proponer a los cabildos insulares y a los ayuntamientos, en el ámbito de sus competencias, la
constitución de consejos de participación en materia de igualdad de género.

Se modifica el apartado 1 por el art. 11.3 de la Ley 4/2012, de 25 de junio. Ref. BOE-A-2012-9282
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Artículo 71. Coordinación de los poderes públicos de Canarias para la igualdad entre mujeres y 
hombres.
Se creará la Comisión de coordinación de las políticas autonómicas y locales para la igualdad de género con el
objeto de coordinar e impulsar la integración del enfoque de género en las políticas y programas, en materia
de igualdad entre mujeres y hombres, desarrollados por las distintas administraciones públicas de la
Comunidad Autónoma, adscrita al Instituto Canario de Igualdad. Dicha Comisión estará compuesta por
representantes de la Administración autonómica, de los siete cabildos insulares y de los ayuntamientos. Se
establecerá reglamentariamente su composición y funcionamiento.
Se modifica por el art. 11.4 de la Ley 4/2012, de 25 de junio. Ref. BOE-A-2012-9282

TÍTULO IV GARANTÍAS PARA LA IGUALDAD DE GÉNERO

Artículo 72. Evaluación de la aplicación de la ley.
En los términos en que reglamentariamente se determine, se elaborará un informe periódico sobre el
conjunto de actuaciones en relación con la efectividad del principio de igualdad entre mujeres y hombres, que
estará coordinado por la consejería que ostente las competencias en materia de igualdad y que establecerá los
criterios correctores que correspondan con la finalidad objeto de esta ley.

Artículo 73. Igualdad de trato en el acceso al uso de bienes y servicios y su suministro.
1. Los poderes públicos de Canarias adoptarán las medidas necesarias para garantizar el respeto al principio
de igualdad de trato entre mujeres y hombres, mediante la ausencia de discriminación directa e indirecta por
razón de sexo, en lo relativo al acceso a bienes y servicios y su suministro.

2. De acuerdo con el artículo 69 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de
mujeres y hombres, la prestación de bienes y servicios de forma exclusiva o principal a las personas de uno de
los sexos sólo será admisible cuando la diferencia de trato esté justificada por un propósito legítimo y los
medios para lograr tal finalidad sean adecuados y necesarios.

Artículo 74. Acción de cesación y rectificación de la publicidad ilícita.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de
Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, el Instituto Canario de Igualdad y las
asociaciones que tengan como objetivo único la defensa de los intereses de las mujeres estarán legitimados
para ejercitar la acción de cesación de publicidad ilícita por utilizar de forma vejatoria la imagen de la mujer,
en los términos establecidos en la legislación vigente.

2. El Consejo de Administración de la Radiotelevisión Canaria podrá solicitar de los anunciantes y empresas
audiovisuales, por iniciativa propia o a instancia de las partes interesadas, el cese o la rectificación de la
publicidad ilícita o prohibida, y, cuando proceda, disponerlo, de conformidad con la legislación aplicable y en
los supuestos que la misma establezca.
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LVG-CAN
Ley 16/2003 de Canarias de prevención y protección integral de las mujeres contra 
la violencia de género
En este tema: arts. 1 a 7 · 7 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-2003-13618

TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto y fines.
1. El objeto de la presente Ley es el establecimiento y ordenación del sistema canario de prevención y
protección integral de las mujeres contra la violencia de género. En dicho sistema se integra y articula
funcionalmente el conjunto de actividades, servicios y prestaciones que, en el ámbito de la Comunidad
Autónoma de Canarias, tienen por finalidad la prevención de las situaciones de violencia contra las mujeres,
así como la asistencia, protección y reinserción de sus víctimas para garantizar su dignidad personal y el
pleno respeto de sus entornos familiares y sociales.

2. Igualmente la Ley establece la distribución de competencias en la materia entre las distintas
administraciones públicas y la colaboración con los órganos de gobierno del Poder Judicial y con el Ministerio
Fiscal.

Artículo 2. Definición de la violencia de género y ámbito de aplicación.
1. Quedarán incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley todas las manifestaciones de violencia ejercidas
sobre las mujeres por el hecho de serlo que impliquen o puedan implicar daños o sufrimientos de naturaleza
física, sexual, psicológica o económica, incluidas las amenazas de realizar dichos actos, coacción,
intimidación o privación arbitraria de libertad, en la vida pública o privada. Quedan también incluidas en el
ámbito de aplicación de esta ley las conductas que tengan por objeto mantener a las mujeres en la sumisión,
ya sea forzando su voluntad y su consentimiento o impidiendo el ejercicio de su legítima libertad de decisión
en cualquier ámbito de su vida personal.

2. Las referencias a las mujeres incluidas en la presente ley se entiende que incluyen también a las niñas y
adolescentes, salvo que se indique de otro modo. Asimismo, se considera incluida la violencia ejercida sobre
menores y personas dependientes de una mujer cuando se agreda a los mismos con ánimo de causar perjuicio
a aquella, y se reconoce que los niños y las niñas son víctimas de las violencias machistas como testigos de
violencia dentro de la familia. Se incluyen dentro del ámbito de aplicación de la presente ley, las y los menores
expuestos a todas las formas de violencia incluidas en el artículo siguiente.

Se modifica por el art. único de la Ley 1/2017, de 17 de marzo. Ref. BOE-A-2017-7819

Artículo 3. Formas de violencia de género.
1. A efectos de la presente ley, y con independencia de que las mismas estén o no tipificadas como delito o
falta penal, o infracción administrativa por la legislación vigente en cada momento, las violencias machistas
pueden ejercerse en alguna de las siguientes formas:

a) Violencia física: comprende cualquier acto de fuerza contra el cuerpo de una mujer, con el resultado o el
riesgo de producirle una lesión física o un daño.

b) Violencia psicológica: comprende toda conducta u omisión intencional que produzca en una mujer una
desvaloración o un sufrimiento, mediante amenazas, humillación, vejaciones, exigencia de obediencia o
sumisión, coerción verbal, insultos, aislamiento o cualquier otra limitación de su ámbito de libertad.

c) Violencia sexual y abusos sexuales: comprende cualquier acto de naturaleza sexual no consentido por
las mujeres, incluida la exhibición, la observación y la imposición, mediante violencia, intimidación,
prevalencia o manipulación emocional, de relaciones sexuales, con independencia de que la persona

LVG-CAN · arts. 1-3Tema 3 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · El principio y derecho fundamental a la igualdad: especial referencia…

3

TEMARIO Cuerpo Superior Facultativo - Escala de Letradas y Letrados (83 de 270 temas) · Administración General de la Comunidad Autón… pág. 44



agresora pueda tener con la mujer una relación conyugal, de pareja, afectiva o de parentesco.

d) Violencia económica: consiste en la privación intencionada de recursos para el bienestar físico o
psicológico de una mujer y, si procede, de sus hijas o hijos, y la limitación en la disposición de los recursos
propios o compartidos en el ámbito familiar o de pareja.

2. A los efectos de esta ley se consideran manifestaciones de la violencia contra las mujeres, entre otras, y sin
que ello suponga una limitación de la definición de las formas de violencia contemplada en el apartado
anterior, las siguientes:

a) Violencia en la pareja o expareja: violencia consistente en la violencia física, psicológica, económica o
sexual incluida su repercusión en las niñas y los niños que conviven en el entorno violento.

b) Violencia sexual: la violencia sexual contra mujeres y niñas incluye la agresión sexual, el abuso sexual, y
el acoso sexual.

c) Violencia en el ámbito laboral: consistente en la violencia física, sexual o psicológica que puede
producirse en el centro de trabajo y durante la jornada laboral, o fuera del centro de trabajo y del horario
laboral si tiene relación con el trabajo, y que puede adoptar dos tipologías: c.1 Acoso por razón de género:
lo constituye un comportamiento no deseado relacionado con el sexo de una persona en ocasión del acceso
al trabajo remunerado, la promoción en el puesto de trabajo, el empleo o la formación, que tenga como
propósito o produzca el efecto de atentar contra la dignidad de las mujeres y crearles un entorno
intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo. c.2 Acoso sexual: lo constituye cualquier
comportamiento verbal, no verbal o físico no deseado, de índole sexual que tenga como objetivo o
produzca el efecto de atentar contra la dignidad de una mujer o crearle un entorno intimidatorio, hostil,
degradante, humillante, ofensivo o molesto.

d) La trata de mujeres y niñas: la captación, transporte, traslado, acogimiento o recepción de mujeres o
niñas, incluido el intercambio o la transferencia de control sobre estas personas, por medio de amenazas o
uso de la fuerza u otras formas de coacción, el rapto, el fraude, el engaño, el abuso de poder en situación de
vulnerabilidad, o mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para obtener el consentimiento de
una persona que posea el control sobre las mujeres o niñas, con la finalidad de explotación sexual, laboral
o matrimonio servil.

e) Explotación sexual: la obtención de beneficios financieros o de otra índole mediante la utilización de
violencia, la intimidación, el engaño o el abuso de una situación de superioridad o de vulnerabilidad de
mujeres en el ejercicio de la prostitución, la servidumbre sexual u otros tipos de servicios sexuales,
incluidos actos pornográficos o la producción de material pornográfico.

f) Violencia contra los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres: se entenderá por tales la práctica
de un aborto a una mujer sin su consentimiento previo e informado, así como el hecho de practicar una
intervención quirúrgica que tenga por objeto poner fin a la capacidad de una mujer de reproducirse de
forma natural sin su consentimiento previo e informado o sin su entendimiento del procedimiento.

g) Matrimonio a edad temprana, matrimonio concertado o forzado: un matrimonio en el que no ha
existido un consentimiento libre y pleno para su celebración, bien porque ha sido fruto de un acuerdo
entre terceras personas, ajeno a la voluntad de la mujer, bien porque se celebra bajo condiciones de
intimidación o violencia, o porque no se ha alcanzado la edad prevista legalmente para otorgar dicho
consentimiento.

h) Mutilación genital femenina: incluye cualquier procedimiento que implique o pueda implicar una
eliminación total o parcial de los genitales femeninos o produzca lesiones en los mismos, aunque exista
consentimiento expreso o tácito de la mujer así como el hecho de incitar u obligar a una mujer a someterse
a cualquiera de los actos anteriormente descritos y de proporcionarle los medios para dicho fin.

i) Feminicidio: los homicidios o asesinatos cometidos en el ámbito de la pareja o expareja, así como otros
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crímenes que revelan que la base de la violencia es la discriminación por motivos de género, entendiendo
por tales, entre otros, los homicidios o asesinatos vinculados a la violencia sexual o ejecutados en el ámbito
de la prostitución y la trata de mujeres así como aquellos relacionados con el infanticidio de niñas o
efectuados por motivos de honor o de dote.

j) Así como cualquier otra forma de violencia que lesione o sea susceptible de lesionar la dignidad, la
integridad o la libertad de las mujeres que se halle prevista en los tratados internacionales, en el Código
Penal español o en la normativa estatal.

3. La violencia machista puede ejercerse de forma puntual o de forma reiterada.
Se modifica por el art. único de la Ley 1/2017, de 17 de marzo. Ref. BOE-A-2017-7819

Artículo 4. Situaciones de violencia de género.
En función al ámbito y naturaleza de la relación que une al agresor con la víctima, las situaciones de violencia
contra las mujeres se clasifican en:

a) Situaciones de violencia doméstica: son las que se operan por quienes sostienen o han sostenido un vínculo
afectivo, conyugal, de pareja, paterno-filial o semejante, con la víctima. Se incluyen en este ámbito los
supuestos de violencia cometidos sobre personas que estén o hayan estado ligadas al agresor por relación
conyugal o análoga relación de afectividad, sobre los hijos propios o del cónyuge o conviviente, pupilos,
ascendientes o incapaces que convivan con el agresor o que se hallen sujetos a la potestad, tutela, curatela,
acogimiento o guarda de hecho de uno u otro.

b) Situaciones de violencia laboral y docente: son las que se operan por quienes sostienen un vínculo laboral,
docente o análogo con la víctima, prevaleciéndose de una posición de dependencia, frente a los mismos, de la
víctima.

c) Situaciones de violencia social: son las que se operan por quienes carezcan, en relación con la víctima, de
cualquiera de los vínculos que se relacionan en los dos apartados anteriores del presente artículo.

TÍTULO II DEL SISTEMA CANARIO INTEGRAL DE PREVENCIÓN Y PROTECCIÓN DE LAS MUJERES CONTRA LA VIOL

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 5. Concepto y ámbito.
1. El Sistema Canario de Intervención Integral contra la Violencia hacia las Mujeres está constituido por el
conjunto integrado de actividades, servicios y prestaciones desarrollados por las administraciones públicas
canarias, por sí mismas o en colaboración con la Administración General del Estado o con las entidades
públicas y privadas colaboradoras, tendente a la prevención de situaciones de violencia contra las mujeres, así
como su asistencia, protección y reinserción ante dichas situaciones de violencia para garantizar su dignidad
personal y el pleno respeto de su entorno familiar y social.

2. El Sistema Canario de Intervención Integral contra la Violencia hacia las Mujeres se configura como un
programa integrado-multisectorial de acciones en el ámbito sanitario, educativo, laboral, social, de
protección, sin perjuicio de las relaciones de coordinación con los demás programas y áreas de actuación de
las administraciones públicas que operan en Canarias.

3. El Sistema Canario de Intervención Integral contra la Violencia hacia las Mujeres mantendrá las necesarias
relaciones de cooperación, colaboración y asistencia con los órganos de gobierno del Poder Judicial, con el
Ministerio Fiscal y con las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en el ámbito de sus respectivas competencias.

Artículo 6. Principios del sistema.
La organización y funcionamiento del Sistema Canario Integral de Prevención y Protección de las Mujeres
contra la Violencia de Género se ajustará a los siguientes principios:
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a) Planificación de las diferentes acciones y prestaciones del sistema, mediante la elaboración y aprobación,
por el Gobierno de Canarias, de programas integrales de prevención y erradicación de la violencia de género.

b) Integración de todos los centros y servicios disponibles en el sistema, mediante la actuación coordinada de
las distintas administraciones públicas canarias y departamentos de las mismas con competencias
concurrentes en la materia.

c) Descentralización y desconcentración en la gestión de los centros y servicios, garantizando la máxima
proximidad a las personas usuarias de los mismos y la cobertura de todo el territorio de la Comunidad
Autónoma.

d) Coordinación de los distintos centros y servicios, permitiendo la movilidad de las usuarias entre los
mismos, en caso necesario.

e) Equiparación de las prestaciones asistenciales realizadas por los distintos centros adscritos o integrados en
el sistema, con independencia de la Administración que asuma su gestión o tutela.

f) Igualdad de trato y prestaciones de las usuarias, con independencia de la isla o municipio en que tengan su
residencia.

g) Adscripción al sistema de los medios personales y materiales que sean puestos a su disposición por
instituciones privadas, en colaboración y bajo la tutela de las administraciones públicas canarias.

h) Suficiencia financiera y de medios materiales para satisfacer las situaciones objeto de protección.

i) Eficacia y agilidad en la prestación de servicios y asistencias, especialmente los de carácter urgente o
inmediato.

j) Cooperación con las instituciones judiciales, del Ministerio Fiscal y policiales de la Administración del
Estado.

k) Colaboración con instituciones públicas oficiales de otras comunidades autónomas a fin de garantizar, en
régimen de reciprocidad, la asistencia y protección de las mujeres, con independencia de su lugar de
residencia.

l) Corresponsabilización de las distintas administraciones, servicios y centros en la consecución unitaria y
coordinada del sistema.

m) Participación en la planificación y ejecución de las prestaciones y servicios de las entidades colaboradoras
y demás agentes sociales.

n) La mutua colaboración e interdependencia entre el sistema y las demás áreas de actuación, servicios y
programas integrados que conforman el sistema canario de servicios sociales. ñ) La reeducación de los
agresores, ofreciendo a los mismos la asistencia y el tratamiento específico como medida de prevención de
nuevas conductas violentas y en ningún caso como alternativa a las penas privativas de libertad.

Artículo 7. Ámbito funcional del sistema.
1. El conjunto de actuaciones que forman el sistema se concreta en programas de carácter preventivo y de
carácter asistencial y de protección, integrados funcionalmente.

2. El programa preventivo tiene por objeto la consecución de actuaciones integradas y transversales de
análisis, estudio y divulgación de las situaciones de violencia de género; el fomento de la concienciación y
sensibilización social frente a las mismas, así como la promoción y adopción de medidas preventivas que
tiendan a su eliminación o reducción en el ámbito doméstico, educativo, laboral, profesional y social, en
general.

3. El programa asistencial y de protección tiene por objeto un conjunto de actuaciones de información,
asesoramiento, asistencia, protección y reintegración de las víctimas de violencia de género.

LVG-CAN · arts. 6-7Tema 3 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · El principio y derecho fundamental a la igualdad: especial referencia…

3

TEMARIO Cuerpo Superior Facultativo - Escala de Letradas y Letrados (83 de 270 temas) · Administración General de la Comunidad Autón… pág. 47



LO-VG
LO 1/2004 violencia de género
En este tema: arts. 1 a 2, 17 a 32 y 61 a 69 · 30 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2004-21760

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la
situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por
parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por
relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.

2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar
esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela, o
guarda y custodia, víctimas de esta violencia.

3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y
psicológica, incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria
de libertad.

4. La violencia de género a que se refiere esta Ley también comprende la violencia que con el objetivo de
causar perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o allegados menores de edad por parte de
las personas indicadas en el apartado primero.
Se añade el apartado 4 por la disposición final 10 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio. Ref. BOE-A-2021-9347
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3.1 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222.

Artículo 2. Principios rectores.
A través de esta Ley se articula un conjunto integral de medidas encaminadas a alcanzar los siguientes fines:

a) Fortalecer las medidas de sensibilización ciudadana de prevención, dotando a los poderes públicos de
instrumentos eficaces en el ámbito educativo, servicios sociales, sanitario, publicitario y mediático.

b) Consagrar derechos de las mujeres víctimas de violencia de género, exigibles ante las Administraciones
Públicas, y así asegurar un acceso rápido, transparente y eficaz a los servicios establecidos al efecto.

c) Reforzar hasta la consecución de los mínimos exigidos por los objetivos de la ley los servicios sociales de
información, de atención, de emergencia, de apoyo y de recuperación integral, así como establecer un
sistema para la más eficaz coordinación de los servicios ya existentes a nivel municipal y autonómico.

d) Garantizar derechos en el ámbito laboral y funcionarial que concilien los requerimientos de la relación
laboral y de empleo público con las circunstancias de aquellas trabajadoras o funcionarias que sufran
violencia de género.

e) Garantizar derechos económicos para las mujeres víctimas de violencia de género, con el fin de facilitar su
integración social.

f) Establecer un sistema integral de tutela institucional en el que la Administración General del Estado, a
través de la Delegación Especial del Gobierno contra la Violencia sobre la Mujer, en colaboración con el
Observatorio Estatal de la Violencia sobre la Mujer, impulse la creación de políticas públicas dirigidas a
ofrecer tutela a las víctimas de la violencia contemplada en la presente Ley.

g) Fortalecer el marco penal y procesal vigente para asegurar una protección integral, desde las instancias
jurisdiccionales, a las víctimas de violencia de género.

h) Coordinar los recursos e instrumentos de todo tipo de los distintos poderes públicos para asegurar la
prevención de los hechos de violencia de género y, en su caso, la sanción adecuada a los culpables de los
mismos.
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i) Promover la colaboración y participación de las entidades, asociaciones y organizaciones que desde la
sociedad civil actúan contra la violencia de género.

j) Fomentar la especialización de los colectivos profesionales que intervienen en el proceso de información,
atención y protección a las víctimas.

k) Garantizar el principio de transversalidad de las medidas, de manera que en su aplicación se tengan en
cuenta las necesidades y demandas específicas de todas las mujeres víctimas de violencia de género.

TÍTULO II DERECHOS DE LAS MUJERES VÍCTIMAS DE VIOLENCIA DE GÉNERO

CAPÍTULO I DERECHO A LA INFORMACIÓN, A LA ASISTENCIA SOCIAL INTEGRAL Y A LA ASISTENCIA JURÍDICA

Artículo 17. Garantía de los derechos de las víctimas.
1. Todas las mujeres víctimas de violencia de género tienen garantizados los derechos reconocidos en esta ley,
sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos.

2. La información, la asistencia social integral y la asistencia jurídica a las víctimas de la violencia de género,
en los términos regulados en este capítulo, contribuyen a hacer reales y efectivos sus derechos
constitucionales a la integridad física y moral, a la libertad y seguridad y a la igualdad y no discriminación por
razón de sexo.

3. Los servicios de información y orientación, atención psicosocial inmediata, telefónica y en línea,
asesoramiento jurídico 24 horas, los servicios de acogida y asistencia social integral, consistentes en
orientación jurídica, psicológica y social destinadas a las víctimas de violencias contra las mujeres tendrán
carácter de servicios esenciales. En caso de que concurra cualquier situación que dificulte el acceso o la
prestación de tales servicios, las administraciones públicas competentes adoptarán las medidas necesarias
para garantizar su normal funcionamiento y su adaptación, si fuera necesario, a las necesidades específicas de
las víctimas derivadas de la situación de dicha situación excepcional. Igualmente, se garantizará el normal
funcionamiento y prestación del sistema de seguimiento por medios telemáticos del cumplimiento de las
medidas cautelares y penas de prohibición de aproximación en materia de violencia de género.

Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.2 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 18. Derecho a la información.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir plena información y asesoramiento
adecuado a su situación personal, sin que pueda existir discriminación en el acceso a los mismos, a través de
los servicios, organismos u oficinas que puedan disponer las administraciones públicas. Dicha información
comprenderá las medidas contempladas en esta ley relativas a su protección y seguridad, y los derechos y
ayudas previstos en la misma, así como la referente al lugar de prestación de los servicios de atención,
emergencia, apoyo y recuperación integral.

2. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que las mujeres con discapacidad víctimas de violencia de
género tengan acceso integral a la información sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta
información deberá ofrecerse en formato accesible y comprensible a las personas con discapacidad, tales
como lengua de signos u otras modalidades u opciones de comunicación, incluidos los sistemas alternativos y
aumentativos.

3. Asimismo, se articularán los medios necesarios para que las mujeres víctimas de violencia de género que
por sus circunstancias personales y sociales puedan tener una mayor dificultad para el acceso integral a la
información, tengan garantizado el ejercicio efectivo de este derecho. La información deberá ser accesible
para las mujeres que desconozcan el castellano o, en su caso, la otra lengua oficial de su territorio de
residencia.
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Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.3 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 19. Derecho a la atención integral.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género tienen derecho a servicios sociales de atención, de
emergencia, de apoyo y acogida y de recuperación integral. La organización de estos servicios por parte de las
comunidades autónomas y las Corporaciones Locales responderá a los principios de atención permanente,
actuación urgente, especialización de prestaciones y multidisciplinariedad profesional.

2. La atención multidisciplinar implicará especialmente:

a) Información a las víctimas.

b) Atención psicológica.

c) Apoyo social.

d) Seguimiento de las reclamaciones de los derechos de la mujer.

e) Apoyo educativo a la unidad familiar.

f) Formación preventiva en los valores de igualdad dirigida a su desarrollo personal y a la adquisición de
habilidades en la resolución no violenta de conflictos.

g) Apoyo a la formación e inserción laboral.

3. Los servicios adoptarán fórmulas organizativas que, por la especialización de su personal, por sus
características de convergencia e integración de acciones, garanticen la efectividad de los indicados
principios, asegurando, en todo caso, la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los mismos. En todo caso, se
procurará una distribución territorial equitativa de los servicios y se garantizará su accesibilidad a las mujeres
de las zonas rurales y otras zonas alejadas.

4. Estos servicios actuarán coordinadamente y en colaboración con los Cuerpos de Seguridad, los Juzgados de
Violencia sobre la Mujer, los servicios sanitarios y las instituciones encargadas de prestar asistencia jurídica a
las víctimas del ámbito geográfico correspondiente. Estos servicios podrán solicitar al órgano judicial las
medidas urgentes que consideren necesarias.

5. También tendrán derecho a la asistencia social integral a través de estos servicios sociales los menores que
se encuentren bajo la patria potestad o guarda y custodia de la persona agredida, o convivan en contextos
familiares en los que se cometen actos de violencia de género. A estos efectos, los servicios sociales deberán
contar con personal específicamente formado para atender a los menores, con el fin de prevenir y evitar de
forma eficaz las situaciones que puedan comportar daños psíquicos y físicos a los menores que viven en
entornos familiares donde existe violencia de género. En particular, deberán contar con profesionales de la
psicología infantil para la atención de las hijas e hijos menores víctimas de violencia de género, incluida la
violencia vicaria.

6. En los instrumentos y procedimientos de cooperación entre la Administración General del Estado y la
Administración de las comunidades autónomas en las materias reguladas en este artículo, se incluirán
compromisos de aportación, por parte de la Administración General del Estado, de recursos financieros
referidos específicamente a la prestación de los servicios.

7. Los organismos de igualdad orientarán y valorarán los programas y acciones que se lleven a cabo y emitirán
recomendaciones para su mejora.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.4 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 19 bis. Derecho a la atención sanitaria.
1. El Sistema Público de Salud garantizará a las mujeres víctimas de violencia de género, así como a sus hijos e
hijas, el derecho a la atención sanitaria, con especial atención psicológica y psiquiátrica, y al seguimiento de
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la evolución de su estado de salud hasta su total recuperación, en lo concerniente a la sintomatología o las
secuelas psíquicas y físicas derivadas de la situación de violencia sufrida. Asimismo, los servicios sanitarios
deberán contar con psicólogos infantiles para la atención de los hijos e hijas menores que sean víctimas de
violencia vicaria.

2. Estos servicios se prestarán, garantizando la privacidad y la intimidad de las mujeres y el respeto, en todo
caso, a las decisiones que ellas tomen en relación a su atención sanitaria.

3. Asimismo, se establecerán medidas específicas para la detección, intervención y asistencia en situaciones
de violencia contra mujeres con discapacidad, mujeres con problemas de salud mental, adicciones u otras
problemáticas u otros casos de adicciones derivadas o añadidas a la violencia.
Se añade, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.5 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 20. Asistencia jurídica.
1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a recibir asesoramiento jurídico gratuito en el momento
inmediatamente previo a la interposición de la denuncia, y a la defensa y representación gratuitas por
abogado y procurador en todos los procesos y procedimientos administrativos que tengan causa directa o
indirecta en la violencia padecida. En estos supuestos, una misma dirección letrada deberá asumir la defensa
de la víctima, siempre que con ello se garantice debidamente su derecho de defensa. Este derecho asistirá
también a los causahabientes en caso de fallecimiento de la víctima, siempre que no fueran partícipes en los
hechos. En todo caso, se garantizará la defensa jurídica, gratuita y especializada de forma inmediata a todas
las víctimas de violencia de género que lo soliciten.

2. En todo caso, cuando se trate de garantizar la defensa y asistencia jurídica a las víctimas de violencia de
género, se procederá de conformidad con lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 enero, de Asistencia Jurídica
Gratuita.

3. Los Colegios de Abogados, cuando exijan para el ejercicio del turno de oficio cursos de especialización,
asegurarán una formación específica que coadyuve al ejercicio profesional de una defensa eficaz en materia
de violencia de género.

4. Igualmente, los Colegios de Abogados adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de
letrado o letrada de oficio en los procedimientos que se sigan por violencia de género y para asegurar su
inmediata presencia y asistencia a las víctimas.

5. Los Colegios de Procuradores adoptarán las medidas necesarias para la designación urgente de procurador
o procuradora en los procedimientos que se sigan por violencia de género cuando la víctima desee personarse
como acusación particular.

6. El abogado o abogada designado para la víctima tendrá también habilitación legal para la representación
procesal de aquella hasta la designación del procurador o procuradora, en tanto la víctima no se haya
personado como acusación conforme a lo dispuesto en el apartado siguiente. Hasta entonces cumplirá el
abogado o abogada el deber de señalamiento de domicilio a efectos de notificaciones y traslados de
documentos.

7. Las víctimas de violencia de género podrán personarse como acusación particular en cualquier momento
del procedimiento si bien ello no permitirá retrotraer ni reiterar las actuaciones ya practicadas antes de su
personación, ni podrá suponer una merma del derecho de defensa del acusado.
Se modifica el apartado 4 y se añaden los apartados 5 a 7 por el art. único.1 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-A-2018-11135
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 6 de la Ley 42/2015, de 5 de octubre. Ref. BOE-A-2015-10727.
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores del BOE núm. 87, del 12 de abril de 2005. Ref. BOE-A-2005-5835
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CAPÍTULO II DERECHOS LABORALES Y PRESTACIONES DE LA SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 21. Derechos laborales y de Seguridad Social.
1. La trabajadora víctima de violencia de género tendrá derecho, en los términos previstos en el Estatuto de
los Trabajadores, a la reducción o a la reordenación de su tiempo de trabajo, a la movilidad geográfica, al
cambio de centro de trabajo, a la adaptación de su puesto de trabajo y a los apoyos que precise por razón de su
discapacidad para su reincorporación, a la suspensión de la relación laboral con reserva de puesto de trabajo y
a la extinción del contrato de trabajo.

2. En los términos previstos en la Ley General de la Seguridad Social y en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de
enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social, la suspensión y la
extinción del contrato de trabajo previstas en el apartado anterior darán lugar a situación legal de desempleo.
El tiempo de suspensión se considerará como periodo de cotización efectiva a efectos de prestaciones de
Seguridad Social y de desempleo.

3. Las empresas que formalicen contratos de interinidad, para sustituir a trabajadoras víctimas de violencia de
género que hayan suspendido su contrato de trabajo o ejercitado su derecho a la movilidad geográfica o al
cambio de centro de trabajo, tendrán derecho a una bonificación del 100 por 100 de las cuotas empresariales a
la Seguridad Social por contingencias comunes, durante todo el período de suspensión de la trabajadora
sustituida o durante seis meses en los supuestos de movilidad geográfica o cambio de centro de trabajo.
Cuando se produzca la reincorporación, ésta se realizará en las mismas condiciones existentes en el momento
de la suspensión del contrato de trabajo, garantizándose los ajustes razonables que se puedan precisar por
razón de discapacidad.

4. Las ausencias o faltas de puntualidad al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la
violencia de género se considerarán justificadas y serán remuneradas, cuando así lo determinen los servicios
sociales de atención o servicios de salud, según proceda, sin perjuicio de que dichas ausencias sean
comunicadas por la trabajadora a la empresa a la mayor brevedad.

5. A las trabajadoras por cuenta propia víctimas de violencia de género que cesen en su actividad para hacer
efectiva su protección o su derecho a la asistencia social integral, se les considerará en situación de cese
temporal de la actividad en los términos previstos en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, y se les suspenderá la obligación de
cotización durante un período de seis meses, que les serán considerados como de cotización efectiva a efectos
de las prestaciones de Seguridad Social. Asimismo, su situación será considerada como asimilada al alta. A los
efectos de lo previsto en el párrafo anterior, se tomará una base de cotización equivalente al promedio de las
bases cotizadas durante los seis meses previos a la suspensión de la obligación de cotizar.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.6 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 22. Programa específico de empleo.
1. En el marco de los planes anuales de empleo a los que se refiere el artículo 11 del texto refundido de la Ley
de Empleo, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2015, de 23 de octubre, se desarrollará un programa de
acción específico para las víctimas de violencia de género inscritas como demandantes de empleo. Este
programa incluirá medidas para favorecer el inicio de una nueva actividad por cuenta propia.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.7 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 23. Acreditación de situaciones de violencia de género.
Las situaciones de violencia de género que dan lugar al reconocimiento de los derechos regulados en esta ley
se acreditarán mediante una sentencia condenatoria por cualquiera de las manifestaciones de la violencia
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contra las mujeres previstas en esta ley, una orden de protección o cualquier otra resolución judicial que
acuerde una medida cautelar a favor de la víctima, o bien por el informe del Ministerio Fiscal que indique la
existencia de indicios de que la demandante es víctima de violencia de género. También podrán acreditarse
las situaciones de violencia contra las mujeres mediante informe de los servicios sociales, de los servicios
especializados, o de los servicios de acogida de la Administración Pública competente destinados a las
víctimas de violencia de género, o por cualquier otro título, siempre que ello esté previsto en las disposiciones
normativas de carácter sectorial que regulen el acceso a cada uno de los derechos y recursos. En el caso de
víctimas menores de edad, la acreditación podrá realizarse, además, por documentos sanitarios oficiales de
comunicación a la Fiscalía o al órgano judicial. El Gobierno y las comunidades autónomas, en el marco de la
Conferencia Sectorial de Igualdad, diseñarán, de común acuerdo, los procedimientos básicos que permitan
poner en marcha los sistemas de acreditación de las situaciones de violencia de género.

Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.8 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630
Se modifica por el art. único.2 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-A-2018-11135

CAPÍTULO III DERECHOS DE LAS FUNCIONARIAS PÚBLICAS

Artículo 24. Ámbito de los derechos.
La funcionaria víctima de violencia de género tendrá derecho a la reducción o a la reordenación de su tiempo
de trabajo, a la movilidad geográfica de centro de trabajo y a la excedencia en los términos que se determinen
en su legislación específica.

Artículo 25. Justificación de las faltas de asistencia.
Las ausencias totales o parciales al trabajo motivadas por la situación física o psicológica derivada de la
violencia de género sufrida por una mujer funcionaria se considerarán justificadas en los términos que se
determine en su legislación específica.

Artículo 26. Acreditación de las situaciones de violencia de género ejercida sobre las funcionarias.
La acreditación de las circunstancias que dan lugar al reconocimiento de los derechos de movilidad geográfica
de centro de trabajo, excedencia, y reducción o reordenación del tiempo de trabajo, se realizará en los
términos establecidos en el artículo 23.

CAPÍTULO IV DERECHOS ECONÓMICOS

Artículo 27. Ayudas sociales.
1. Cuando las víctimas de violencia de género careciesen de rentas superiores, en cómputo mensual, al 75 por
100 del salario mínimo interprofesional, excluida la parte proporcional de dos pagas extraordinarias,
recibirán una ayuda de pago único, siempre que se presuma que debido a su edad, falta de preparación
general o especializada y circunstancias sociales, la víctima tendrá especiales dificultades para obtener un
empleo y por dicha circunstancia no participará en los programas de empleo establecidos para su inserción
profesional.

2. El importe de esta ayuda será equivalente al de seis meses de subsidio por desempleo. Cuando la víctima de
la violencia ejercida contra la mujer tuviera reconocida oficialmente una discapacidad en grado igual o
superior al 33 por 100, el importe será equivalente a doce meses de subsidio por desempleo.

3. Estas ayudas, financiadas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, serán concedidas por las
Administraciones competentes en materia de servicios sociales. En la tramitación del procedimiento de
concesión, deberá incorporarse informe del Servicio Público de Empleo referido a la previsibilidad de que por
las circunstancias a las que se refiere el apartado 1 de este artículo, la aplicación del programa de empleo no
incida de forma sustancial en la mejora de la empleabilidad de la víctima. La concurrencia de las

LO-VG · arts. 23-27Tema 3 · I. Derecho Constitucional y Comunitario · El principio y derecho fundamental a la igualdad: especial referencia…

3

TEMARIO Cuerpo Superior Facultativo - Escala de Letradas y Letrados (83 de 270 temas) · Administración General de la Comunidad Autón… pág. 53



circunstancias de violencia se acreditará de conformidad con lo establecido en el artículo 23 de esta Ley.

4. En el caso de que la víctima tenga responsabilidades familiares, su importe podrá alcanzar el de un período
equivalente al de 18 meses de subsidio, o de 24 meses si la víctima o alguno de los familiares que conviven con
ella tiene reconocida oficialmente una minusvalía en grado igual o superior al 33 por 100, en los términos que
establezcan las disposiciones de desarrollo de la presente Ley.

5. Estas ayudas serán compatibles con cualquiera de las previstas en la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de
Ayudas y Asistencia a las Víctimas de Delitos Violentos y contra la Libertad Sexual, así como con cualquier
otra ayuda económica de carácter autonómico o local concedida por la situación de violencia de género.
Se modifican los apartados 2 y 5 por el art. único.3 del Real Decreto-ley 9/2018, de 3 de agosto. Ref. BOE-A-2018-11135

CAPÍTULO V DERECHO A LA REPARACIÓN

Artículo 28. Acceso a la vivienda y residencias públicas para mayores.
Las mujeres víctimas de violencia de género serán consideradas colectivos prioritarios en el acceso a
viviendas protegidas y residencias públicas para mayores, en los términos que determine la legislación
aplicable.

Artículo 28 bis. Alcance y garantía del derecho.
Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la compensación
económica por los daños y perjuicios derivados de la violencia, las medidas necesarias para su completa
recuperación física, psíquica y social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición.

Se añade, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.9 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 28 ter. Medidas para garantizar el derecho a la reparación.
1. Las víctimas de violencia de género tienen derecho a la reparación, lo que comprende la indemnización a la
que se refiere el apartado siguiente, las medidas necesarias para su completa recuperación física, psíquica y
social, las acciones de reparación simbólica y las garantías de no repetición.

2. Las administraciones públicas asegurarán que las víctimas tengan acceso efectivo a la indemnización que
corresponda por los daños y perjuicios, que deberá garantizar la satisfacción económicamente evaluable de, al
menos, los siguientes conceptos:

a) El daño físico y psicológico, incluido el daño moral y el daño a la dignidad.

b) La pérdida de oportunidades, incluidas las oportunidades de educación, empleo y prestaciones sociales.

c) Los daños materiales y la pérdida de ingresos, incluido el lucro cesante.

d) El daño social, entendido como el daño al proyecto de vida.

e) El tratamiento terapéutico, social y de salud sexual y reproductiva.

3. La indemnización será satisfecha por la o las personas civil o penalmente responsables, de acuerdo con la
normativa vigente.

4. Las administraciones públicas garantizarán la completa recuperación física, psíquica y social de las
víctimas a través de la red de recursos de atención integral previstos en el Título II. Asimismo, con el objetivo
de garantizar la recuperación simbólica, promoverán el restablecimiento de su dignidad y reputación, la
superación de cualquier situación de estigmatización y el derecho de supresión aplicado a buscadores en
Internet y medios de difusión públicos. Asimismo, las administraciones públicas podrán establecer ayudas
complementarias destinadas a las víctimas que, por la especificidad o gravedad de las secuelas derivadas de la
violencia, no encuentren una respuesta adecuada o suficiente en la red de recursos de atención y
recuperación. En particular, dichas víctimas podrán recibir ayudas adicionales para financiar los tratamientos
sanitarios adecuados, incluyendo los tratamientos de reconstrucción genital femenina, si fueran necesarios.
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5. Con el objetivo de cumplir las garantías de no repetición, las administraciones públicas, en el marco de sus
respectivas competencias, impulsarán las medidas necesarias para que las víctimas cuenten con protección
efectiva ante represalias o amenazas.

6. Las administraciones públicas promoverán, a través de homenajes y de acciones de difusión pública, el
compromiso colectivo frente a la violencia contra las mujeres y el respeto por las víctimas.
Se añade, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.9 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

TÍTULO III TUTELA INSTITUCIONAL

Artículo 29. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género.
1. La Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género, adscrita al Ministerio de Igualdad o al
departamento con competencias en la materia, formulará las políticas públicas en relación con la violencia de
género a desarrollar por el Gobierno y elaborará la Macroencuesta de Violencia contra las Mujeres. Asimismo,
coordinará e impulsará cuantas acciones se realicen en dicha materia, trabajando en colaboración y
coordinación con las administraciones con competencia en la materia.

2. La persona titular de la Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género estará legitimada ante los
órganos jurisdiccionales para intervenir en defensa de los derechos y de los intereses tutelados en esta ley en
colaboración y coordinación con las administraciones con competencias en la materia.

3. Reglamentariamente se determinará el rango y las funciones concretas de la persona titular de la
Delegación del Gobierno contra la Violencia de Género.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.10 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630

Artículo 30. Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer.
1. Se constituirá el Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, como órgano colegiado adscrito al
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, al que corresponderá el asesoramiento, evaluación, colaboración
institucional, elaboración de informes y estudios, y propuestas de actuación en materia de violencia de
género. Estos informes, estudios y propuestas considerarán de forma especial la situación de las mujeres con
mayor riesgo de sufrir violencia de género o con mayores dificultades para acceder a los servicios. En
cualquier caso, los datos contenidos en dichos informes, estudios y propuestas se consignarán desagregados
por sexo.

2. El Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer remitirá al Gobierno y a las Comunidades Autónomas,
con periodicidad anual, un informe sobre la evolución de la violencia ejercida sobre la mujer en los términos a
que se refiere el artículo 1 de la presente Ley, con determinación de los tipos penales que se hayan aplicado, y
de la efectividad de las medidas acordadas para la protección de las víctimas. El informe destacará asimismo
las necesidades de reforma legal con objeto de garantizar que la aplicación de las medidas de protección
adoptadas puedan asegurar el máximo nivel de tutela para las mujeres.

3. Reglamentariamente se determinarán sus funciones, su régimen de funcionamiento y su composición, en
la que se garantizará, en todo caso, la participación de las Comunidades Autónomas, las entidades locales, los
agentes sociales, las asociaciones de consumidores y usuarios, y las organizaciones de mujeres con
implantación en todo el territorio del Estado así como de las organizaciones empresariales y sindicales más
representativas.

Artículo 31. Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.
1. El Gobierno establecerá, en las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, unidades especializadas en la
prevención de la violencia de género y en el control de la ejecución de las medidas judiciales adoptadas.
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2. El Gobierno, con el fin de hacer más efectiva la protección de las víctimas, promoverá las actuaciones
necesarias para que las Policías Locales, en el marco de su colaboración con las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado, cooperen en asegurar el cumplimiento de las medidas acordadas por los órganos
judiciales cuando éstas sean algunas de las previstas en la presente Ley o en el artículo 544 bis de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal o en el artículo 57 del Código Penal.

3. La actuación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad habrá de tener en cuenta el Protocolo de Actuación de
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de Coordinación con los Órganos Judiciales para la protección de la
violencia doméstica y de género.

4. Lo dispuesto en el presente artículo será de aplicación en las Comunidades Autónomas que cuenten con
cuerpos de policía que desarrollen las funciones de protección de las personas y bienes y el mantenimiento
del orden y la seguridad ciudadana dentro del territorio autónomo, en los términos previstos en sus Estatutos,
en la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, y en sus leyes de policía, y todo
ello con la finalidad de hacer más efectiva la protección de las víctimas.

Artículo 32. Planes de colaboración.
1. Los poderes públicos elaborarán planes de colaboración que garanticen la ordenación de sus actuaciones
en la prevención, asistencia y persecución de los actos de violencia de género, que deberán implicar a las
administraciones sanitarias, la Administración de Justicia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y los servicios
sociales y organismos de igualdad.

2. En desarrollo de dichos planes, se articularán protocolos de actuación que determinen los procedimientos
que aseguren una actuación global e integral de las distintas administraciones y servicios implicados, y que
garanticen la actividad probatoria en los procesos que se sigan.

3. Las administraciones con competencias sanitarias promoverán la aplicación, permanente actualización y
difusión de protocolos que contengan pautas uniformes de actuación sanitaria, tanto en el ámbito público
como privado, y en especial, del Protocolo aprobado por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de
Salud. Tales protocolos impulsarán las actividades de prevención, detección precoz e intervención continuada
con la mujer sometida a violencia de género o en riesgo de padecerla. Los protocolos, además de referirse a
los procedimientos a seguir, harán referencia expresa a las relaciones con la Administración de Justicia, en
aquellos casos en que exista constatación o sospecha fundada de daños físicos o psíquicos ocasionados por
estas agresiones o abusos.

4. En las actuaciones previstas en este artículo se considerará de forma especial la situación de las mujeres
que, por sus circunstancias personales y sociales puedan tener mayor riesgo de sufrir la violencia de género o
mayores dificultades para acceder a los servicios previstos en esta ley, tales como las pertenecientes a
minorías, las inmigrantes, las que se encuentran en situación de exclusión social, las mujeres con
discapacidad, las mujeres mayores o aquellas que viven en el ámbito rural.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.11 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630
Redactados los apartados 1 y 3 conforme a la corrección de errores del BOE núm. 87, del 12 de abril de 2005. Ref. BOE-A-2005-5835

TÍTULO V TUTELA JUDICIAL

CAPÍTULO IV MEDIDAS JUDICIALES DE PROTECCIÓN Y DE SEGURIDAD DE LAS VÍCTIMAS

Artículo 61. Disposiciones generales.
1. Las medidas de protección y seguridad previstas en el presente capítulo serán compatibles con cualesquiera
de las medidas cautelares y de aseguramiento que se pueden adoptar en los procesos civiles y penales.

2. En todos los procedimientos relacionados con la violencia de género, el Juez competente deberá
pronunciarse en todo caso, de oficio o a instancia de las víctimas, de los hijos, de las personas que convivan
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con ellas o se hallen sujetas a su guarda o custodia, del Ministerio Fiscal o de la Administración de la que
dependan los servicios de atención a las víctimas o su acogida, sobre la pertinencia de la adopción de las
medidas cautelares y de aseguramiento contempladas en este capítulo, especialmente sobre las recogidas en
los artículos 64, 65 y 66, determinando su plazo y su régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas
complementarias a ellas que fueran precisas.
Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3.2 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222.

Artículo 62. De la orden de protección.
Recibida la solicitud de adopción de una orden de protección, el Juez de Violencia sobre la Mujer y, en su caso,
el Juez de Guardia, actuarán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 544 ter de la Ley de
Enjuiciamiento Criminal.

Artículo 63. De la protección de datos y las limitaciones a la publicidad.
1. En las actuaciones y procedimientos relacionados con la violencia de género se protegerá la intimidad de
las víctimas; en especial, sus datos personales, los de sus descendientes y los de cualquier otra persona que
esté bajo su guarda o custodia.

2. Los Jueces competentes podrán acordar, de oficio o a instancia de parte, que las vistas se desarrollen a
puerta cerrada y que las actuaciones sean reservadas.

Artículo 64. De las medidas de salida del domicilio, alejamiento o suspensión de las comunicaciones.
1. El Juez podrá ordenar la salida obligatoria del inculpado por violencia de género del domicilio en el que
hubiera estado conviviendo o tenga su residencia la unidad familiar, así como la prohibición de volver al
mismo.

2. El Juez, con carácter excepcional, podrá autorizar que la persona protegida concierte, con una agencia o
sociedad pública allí donde la hubiere y que incluya entre sus actividades la del arrendamiento de viviendas, la
permuta del uso atribuido de la vivienda familiar de la que sean copropietarios, por el uso de otra vivienda,
durante el tiempo y en las condiciones que se determinen.

3. El Juez podrá prohibir al inculpado que se aproxime a la persona protegida, lo que le impide acercarse a la
misma en cualquier lugar donde se encuentre, así como acercarse a su domicilio, a su lugar de trabajo o a
cualquier otro que sea frecuentado por ella. Podrá acordarse la utilización de instrumentos con la tecnología
adecuada para verificar de inmediato su incumplimiento. El Juez fijará una distancia mínima entre el
inculpado y la persona protegida que no se podrá rebasar, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad
penal.

4. La medida de alejamiento podrá acordarse con independencia de que la persona afectada, o aquéllas a
quienes se pretenda proteger, hubieran abandonado previamente el lugar.

5. El Juez podrá prohibir al inculpado toda clase de comunicación con la persona o personas que se indique,
bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal.

6. Las medidas a que se refieren los apartados anteriores podrán acordarse acumulada o separadamente.
Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores del BOE núm. 87, del 12 de abril de 2005. Ref. BOE-A-2005-5835

Artículo 65. De las medidas de suspensión de la patria potestad o la custodia de menores.
El Juez podrá suspender para el inculpado por violencia de género el ejercicio de la patria potestad, guarda y
custodia, acogimiento, tutela, curatela o guarda de hecho, respecto de los menores que dependan de él. Si no
acordara la suspensión, el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la forma en la que se ejercerá la patria
potestad y, en su caso, la guarda y custodia, el acogimiento, la tutela, la curatela o la guarda de hecho de lo
menores. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la seguridad, integridad y recuperación
de los menores y de la mujer, y realizará un seguimiento periódico de su evolución.
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Se modifica por la disposición final 3.3 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222.

Artículo 66. De la medida de suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o comunicación con 
los menores.
El Juez ordenará la suspensión del régimen de visitas, estancia, relación o comunicación del inculpado por
violencia de género respecto de los menores que dependan de él. Si, en interés superior del menor, no
acordara la suspensión, el Juez deberá pronunciarse en todo caso sobre la forma en que se ejercerá el régimen
de estancia, relación o comunicación del inculpado por violencia de género respecto de los menores que
dependan del mismo. Asimismo, adoptará las medidas necesarias para garantizar la seguridad, integridad y
recuperación de los menores y de la mujer, a través de servicios de atención especializada, y realizará un
seguimiento periódico de su evolución, en coordinación con dichos servicios.
Se modifica, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 9.13 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-
A-2022-14630
Se modifica por la disposición final 3.4 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222.

Artículo 67. De la medida de suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de armas.
El Juez podrá acordar, respecto de los inculpados en delitos relacionados con la violencia a que se refiere esta
Ley, la suspensión del derecho a la tenencia, porte y uso de armas, con la obligación de depositarlas en los
términos establecidos por la normativa vigente.

Artículo 68. Garantías para la adopción de las medidas.
Las medidas restrictivas de derechos contenidas en este capítulo deberán adoptarse mediante auto motivado
en el que se aprecie su proporcionalidad y necesidad, y, en todo caso, con intervención del Ministerio Fiscal y
respeto de los principios de contradicción, audiencia y defensa.

Artículo 69. Mantenimiento de las medidas de protección y seguridad.
Las medidas de este capítulo podrán mantenerse tras la sentencia definitiva y durante la tramitación de los
eventuales recursos que correspondiesen. En este caso, deberá hacerse constar en la sentencia el
mantenimiento de tales medidas.

LO-HabeasCorpus
LO 6/1984 reguladora del procedimiento de Habeas Corpus
En este tema: arts. 1 a 9 · 9 artículos · texto consolidado a 1 de agosto de 2026 · BOE-A-1984-11620

Artículo primero.
Mediante el procedimiento del «Habeas Corpus», regulado en la presente ley, se podrá obtener la inmediata
puesta a disposición de la Autoridad judicial competente, de cualquier persona detenida ilegalmente. A los
efectos de esta ley se consideran personas ilegalmente detenidas:

a) Las que lo fueren por una autoridad, agente de la misma, funcionario público o particular, sin que
concurran los supuestos legales, o sin haberse cumplido las formalidades prevenidas y requisitos exigidos por
las leyes.

b) Las que estén ilícitamente internadas en cualquier establecimiento o lugar.

c) Las que lo estuvieran por plazo superior al señalado en las leyes, si transcurrido el mismo, no fuesen
puestas en libertad o entregadas al Juez más próximo al lugar de la detención.

d) Las privadas de libertad a quienes no les sean respetados los derechos que la Constitución y las leyes
procesales garantizan a toda persona detenida.
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Artículo segundo.
Es competente para conocer la solicitud de «Habeas Corpus» el Juez de Instrucción del lugar en que se
encuentre la persona privada de libertad; si no constare, el del lugar en que se produzca la detención, y, en
defecto de los anteriores, el del lugar donde se hayan tenido las últimas noticias sobre el paradero del
detenido. Si la detención obedece a la aplicación de la ley orgánica que desarrolla los supuestos previstos en el
art. 55.2 de la Constitución, el procedimiento deberá seguirse ante el Juez Central de Instrucción
correspondiente. En el ámbito de la Jurisdicción Militar será competente para conocer de la solicitud de
«Habeas Corpus» el Juez Togado Militar de Instrucción constituido en la cabecera de la circunscripción
jurisdiccional en la que se efectuó la detención.

Artículo tercero.
Podrán instar el procedimiento de “Habeas Corpus” que esta ley establece:

a) El privado de libertad, su cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad, descendientes,
ascendientes, hermanos y, en su caso, respecto a los menores, sus representantes legales, y respecto a las
personas con discapacidad con medidas de apoyo judiciales, la persona que preste su apoyo con facultad de
representación específica para este acto concreto.

b) El Ministerio Fiscal.

c) El Defensor del Pueblo.

d) El abogado defensor del privado de libertad. Asimismo, lo podrá iniciar, de oficio, el Juez competente a que
se refiere el artículo anterior.
Se modifica por la disposición final 2 de la Ley Orgánica 5/2024, de 11 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-23630

Artículo cuarto.
El procedimiento se iniciará, salvo cuando se incoe de oficio, por medio de escrito o comparecencia, no
siendo preceptiva la intervención de Abogado ni de Procurador. En dicho escrito o comparecencia deberán
constar:

a) El nombre y circunstancias personales del solicitante y de la persona para la que se solicita el amparo
judicial regulado en esta ley.

b) El lugar en que se halle el privado de libertad, autoridad o persona, bajo cuya custodia se encuentre, si
fueren conocidos, y todas aquellas otras circunstancias que pudieran resultar relevantes.

c) El motivo concreto por el que se solicita el «Habeas Corpus».

Artículo quinto.
La autoridad gubernativa, agente de la misma o funcionario público, estarán obligados a poner
inmediatamente en conocimiento del Juez competente la solicitud de «Habeas Corpus», formulada por la
persona privada de libertad que se encuentre bajo su custodia. Si incumplieren esta obligación, serán
apercibidos por el Juez, sin perjuicio de las responsabilidades penales y disciplinarias en que pudieran
incurrir.

Artículo sexto.
Promovida la solicitud de «Habeas Corpus» el Juez examinará la concurrencia de los requisitos para su
tramitación y dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal. Seguidamente, mediante auto, acordará la
incoación del procedimiento, o, en su caso, denegará la solicitud por ser ésta improcedente. Dicho auto se
notificará, en todo caso, al Ministerio Fiscal. Contra la resolución que en uno u otro caso se adopte, no cabrá
recurso alguno.
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Artículo séptimo.
En el auto de incoación, el Juez ordenará a la autoridad a cuya disposición se halle la persona privada de
libertad o a aquél en cuyo poder se encuentre, que la ponga de manifiesto ante él, sin pretexto ni demora
alguna o se constituirá en el lugar donde aquélla se encuentre. Antes de dictar resolución, oirá el Juez a la
persona privada de libertad o, en su caso, a su representante legal y Abogado, si lo hubiera designado, así
como al Ministerio Fiscal; acto seguido oirá en justificación de su proceder a la autoridad, agentes,
funcionario público o representante de la institución o persona que hubiere ordenado o practicado la
detención o internamiento y, en todo caso, a aquélla bajo cuya custodia se encontrase la persona privada de
libertad; a todos ellos dará a conocer el Juez las declaraciones del privado de libertad. El Juez admitirá, si las
estima pertinentes, las pruebas que aporten las personas a que se refiere el párrafo anterior y las que
propongan que puedan practicarse en el acto. En el plazo de veinticuatro horas, contadas desde que sea
dictado el auto de incoación, los Jueces practicarán todas las actuaciones a que se refiere este artículo y
dictarán la resolución que proceda.

Artículo octavo.
Practicadas las actuaciones a que se refiere el artículo anterior, el Juez, mediante auto motivado, adoptará
seguidamente alguna de estas resoluciones:

1. Si estima que no se da ninguna de las circunstancias a que se refiere el artículo primero de esta ley,
acordará el archivo de las actuaciones, declarando ser conforme a Derecho la privación de libertad y las
circunstancias en que se está realizando.

2. Si estima que concurren alguna de las circunstancias del artículo primero de esta ley, se acordará en el acto
alguna de las siguientes medidas:

a) La puesta en libertad del privado de ésta, si lo fue ilegalmente.

b) Que continúe la situación de privación de libertad de acuerdo con las disposiciones legales aplicables al
caso, pero, si lo considerase necesario, en establecimiento distinto, o bajo la custodia de personas distintas
a las que hasta entonces la detentaban.

c) Que la persona privada de libertad sea puesta inmediatamente a disposición judicial, si ya hubiese
transcurrido el plazo legalmente establecido para su detención.

Artículo noveno.
El Juez deducirá testimonio de los particulares pertinentes para la persecución y castigo de los delitos que
hayan podido cometerse por quienes hubieran ordenado la detención, o tenido bajo su custodia a la persona
privada de libertad. En los casos de delito de denuncia falsa o simulación de delito se deducirá asimismo,
testimonio de los particulares pertinentes, al efecto de determinar las responsabilidades penales
correspondientes. En todo caso, si se apreciase temeridad o mala fe, será condenado el solicitante al pago de
las costas del procedimiento, en caso contrario, éstas se declararán de oficio.
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Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3 · I. Derecho Constitucional y Comunitario

1 La audiencia que ha de celebrarse para resolver sobre una solicitud de orden de protección de una víctima 
de violencia de género tendrá lugar:

A) A la mayor brevedad posible y en todo caso en un plazo mínimo de 72 horas.

B) En un plazo máximo de 72 horas desde la presentación de la solicitud.

C) En 24 horas a contar desde la presentación de la solicitud por la víctima o cualquier persona allegada, no siendo 
necesario la condición de familiar directo de la víctima.

D) A la mayor brevedad posible y en todo caso en un plazo máximo de 48 horas.
Ayuntamiento de Reinosa, 2025

2 ¿Cómo se denomina la Sección 1ª del Capítulo 2º del Título Primero de la Constitución Española?

A) Derechos y Libertades.

B) De los derechos fundamentales y de las libertades públicas.

C) De los derechos de los españoles y de los extranjeros.

D) De las garantías de las libertades y derechos fundamentales.
Ayuntamiento de Bollullos Par del Condado, 2019

3 Según el art. 17 de la Constitución Española de 1978:

A) Toda persona detenida debe ser informada de modo que le sea comprensible, de sus derechos y de las razones 
de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las 
diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

B) Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata de sus derechos y de las razones de su 
detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las 
diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

C) Toda persona detenida debe ser informada de sus derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser 
obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, 
en los términos que la ley establezca.

D) Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata y comprensible de sus derechos y de las razones 
de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de abogado al detenido en 
diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.

Ayuntamiento de Tui, 2025

4 Según el artículo 1 de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, dicha ley tiene por objeto:

A) Actuar contra la violencia física o psíquica que se ejerce sobre las mujeres por parte de los hombres como 
manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder del existentes en la 
sociedad.

B) Actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, desigualdad y relaciones de poder de 
hombres sobre mujeres, se ejerce sobre éstas por sus cónyuges o quienes estén/hayan estado ligados a ellas por 
relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.

C) Adoptar medidas de acción positiva para hacer reales y efectivos el derecho a la libertad, la igualdad, la vida, la 
seguridad y la no discriminación de las mujeres, removiendo los obstáculos que impiden o dificultan su 
plenitud.

D) Actuar de manera integral a través de medidas de protección en el ámbito social, económico, procesal y jurídico 
contra la discriminación, la situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las 
mujeres, para el pleno cumplimiento del artículo 14 de la Constitución.

Ayuntamiento de Villamor de los Escuderos, 2004
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5 Tal y como establece la Ley para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres en su artículo 16, en los 
nombramientos y designaciones de los cargos de responsabilidad que les correspondan realizar a los 
Poderes Públicos, éstos:

A) Procurarán atender al principio de presencia equilibrada de mujeres y hombres.

B) Aplicarán el principio de paridad en la presencia de hombres y mujeres.

C) Procurarán atender el principio de presencia paritaria de mujeres y hombres.

D) Aplicarán el principio de presencia justa de hombres y mujeres.
Ministerio de Justicia - Tribunal Calificador Único (Orden PJC/64/2024), 2024
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Soluciones — Tema 3 · I. Derecho Constitucional y ComunitarioCada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 544 ter LECrim Cuando se solicita una orden de protección para una víctima de violencia de género, el
juez debe convocar una audiencia urgente y celebrarla con rapidez. La ley fija un tope: nunca más de 72 horas
contadas desde que se presenta la solicitud. Conviene distinguir entre plazo máximo y plazo mínimo, pues aquí
se garantiza una respuesta rápida estableciendo un límite que no puede superarse, no un tiempo de espera
obligatorio. Tampoco son 48 ni 24 horas, sino tres días como techo.

2 B Art. 15 CE pág. 36 Dentro del bloque de derechos del texto constitucional, el segundo capítulo se divide en
dos secciones; la primera reúne el núcleo más protegido de la persona, los llamados derechos fundamentales y
libertades públicas, que abarca desde la vida hasta la educación. Conviene distinguir esta denominación de la
rúbrica general del capítulo, que se titula simplemente Derechos y Libertades, y de la sección dedicada a las
garantías, que pertenece a otro capítulo distinto.

3 D Art. 17 CE pág. 37 La norma exige que a quien es detenido se le comunique todo de dos maneras que van
unidas: de forma inmediata y de modo que pueda entenderlo. No basta con que la información sea
comprensible si no es también inmediata, ni al revés. Solo la formulación que reúne ambos requisitos respeta el
mandato constitucional. Junto a ello se reconoce el derecho a no declarar y la asistencia de abogado en las
diligencias policiales y judiciales. El matiz decisivo está en no quedarse con uno solo de los dos adverbios.

4 B Art. 1 LO-VG pág. 48 Esta ley se dirige contra la violencia que sufren las mujeres dentro de las relaciones de
pareja o expareja, entendida como expresión de la desigualdad y del dominio de los hombres sobre ellas. El
círculo de agresores se acota a quienes sean o hayan sido cónyuges, o personas unidas por vínculos afectivos
similares, aunque ya no convivan. No abarca, por tanto, cualquier violencia de un hombre sobre una mujer, sino
la producida en ese marco afectivo de pareja presente o pasada.

5 A Art. 16 LO-Igualdad En los nombramientos y designaciones de cargos de responsabilidad realizados por los
poderes públicos debe procurarse la presencia equilibrada de mujeres y hombres. La norma utiliza una
obligación de promoción o procura, no establece en este precepto una aplicación automática de la paridad en
todos los casos. Por ello, las formulaciones basadas en una presencia paritaria, justa o directamente impuesta
no reproducen el contenido legal.
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